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Época: Décima Época  
Registro: 2016277  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XXII.P.A.16 P (10a.)  
 
TRASLADO DE SENTENCIADOS DE UN CENTRO PENITENCIARIO A OTRO AUTORIZADO POR 
LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA. EL OTORGAMIENTO DE LA PROTECCIÓN 
CONSTITUCIONAL PARA QUE SEA EL JUEZ DE EJECUCIÓN DE PENAS COMPETENTE QUIEN 
DECIDA SOBRE LA EVENTUAL DEVOLUCIÓN MATERIAL DEL REO QUEJOSO AL CENTRO DE 
RECLUSIÓN DE ORIGEN, NO VULNERA EL EFECTO RESTITUTORIO DE LA CONCESIÓN DEL 
AMPARO. 
 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia P./J. 20/2012 
(10a.), de rubro: "MODIFICACIÓN DE LAS PENAS. LA DETERMINACIÓN RELATIVA AL TRASLADO 
DE SENTENCIADOS DE UN CENTRO PENITENCIARIO A OTRO ESTÁ RESERVADA AL PODER 
JUDICIAL, CONFORME AL ARTÍCULO 21, PÁRRAFO TERCERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.", estableció que el traslado de un reo de un centro 
penitenciario a otro está reservado al Poder Judicial, conforme a los reformados artículos 18 y 21, 
párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; mientras que el artículo 
77, fracción I, de la Ley de Amparo dispone que la concesión del amparo, cuando se trata de un acto 
de carácter positivo, implica la restitución al quejoso en el pleno goce del derecho violado, 
restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación. Sin embargo, cuando se 
concede el amparo a un reo que reclamó de una autoridad administrativa la autorización de su 
traslado, ya consumado, de un centro penitenciario a otro, los efectos restitutorios de la concesión de 
amparo no implican la devolución del quejoso al centro de reclusión de origen, si existen indicios que 
permitan presumir que se pone en riesgo la seguridad nacional y, en ese caso, es pertinente añadir, al 
efecto de la protección constitucional dispensada, en estricto apego a la tesis jurisprudencial citada, la 
delegación al Juez de ejecución competente para que decida si ha lugar o no a ordenar la devolución 
material del reo al centro de reclusión de origen. Lo anterior no se traduce en la permisión para que las 
autoridades administrativas actúen fuera del marco constitucional de su competencia, supuesto que, 
de llegar a materializarse, les irrogaría, al menos, responsabilidades que podrían ser propias del efecto 
de la concesión del amparo. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016276  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: I.13o.T.184 L (10a.)  
 
TRABAJADORES DE CONFIANZA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO 
FEDERAL (AHORA CIUDAD DE MÉXICO). NO TIENEN ESE CARÁCTER LOS QUE CUENTAN 
CON NOMBRAMIENTO DE SECRETARIO AUXILIAR (INTERPRETACIÓN ESTRICTA DEL 
ARTÍCULO 5o., FRACCIÓN IV, DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO 
DEL ESTADO). 
 
Del proceso legislativo que dio origen al artículo 5o., fracción IV, de la Ley Federal de los Trabajadores 
al Servicio del Estado, se advierte que los puestos ahí catalogados de confianza tenían esa calidad al 
momento de su expedición, siendo intención del legislador incluir los que posteriormente así se 
catalogaron en la disposición legal que formalizara su creación, en términos del artículo 7o. de la ley 
citada; así, respecto de trabajadores del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal (hoy Ciudad 
de México), que no realizan actividades administrativas, basta que tengan nombramiento de secretario 
de Pleno o de Sala para que se consideren de confianza, sin que se requiera acreditar funciones, 
como se exige en las fracciones II y III del primer numeral invocado, porque el legislador no lo previó; 
en consecuencia, es inconducente una interpretación extensiva de la fracción IV del numeral 5o., 
respecto de puestos no incluidos, como el de secretario auxiliar de ese ente público, pues al ser una 
excepción al principio de estabilidad en el empleo, su interpretación es estricta. 
 
DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
  

http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 16 de febrero de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u

ri
s
ta

d
e
lf

u
tu

ro
.o

rg
  

h
tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2016275  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: XIX.1o.A.C.22 C (10a.)  
 
TERCERÍA EXCLUYENTE DE DOMINIO EN MATERIA MERCANTIL. DEBE RADICARSE EN 
FORMA SEPARADA Y REGISTRARSE CON UN NÚMERO DISTINTO AL JUICIO DEL QUE 
PROVIENE, PARA DARLE SUSTANTIVIDAD PROPIA Y DETERMINAR LA CUANTÍA DEL 
NEGOCIO, O BIEN, SI ES INDETERMINADA. 
 
De la interpretación armónica de los artículos del 1362 al 1376 Bis del Código de Comercio se advierte 
que las tercerías excluyentes (dominio y preferencia), son juicios tanto en la forma como en el fondo, 
pues en ellas se ventila una acción que debe resolverse mediante la sustanciación de un 
procedimiento judicial en el que deben respetarse todas las formalidades esenciales; es así que el 
artículo 1368 del código mencionado, da a las tercerías la calidad de juicio, pues ordena su tramitación 
por cuerda separada al principal, además, en el artículo 1362 citado, se reconoce que se deduce una 
acción distinta a la que se debate en el principal, llamando tercer opositor a este nuevo litigante, 
circunstancias que patentizan que aun cuando se considera a la tercería juicio incidental por su íntima 
relación respecto al juicio del cual se interpone, ni por su forma ni por la materia es un incidente, sino 
un verdadero juicio. Lo anterior, dado que la tercería no se tramita en la misma pieza del juicio 
mercantil del que deriva, en ella se llevan a cabo otras diligencias, existe un periodo probatorio; todo lo 
cual, implica que deba ser radicada con un número diverso al del juicio mercantil del que proviene. Es 
así, pues por medio de la tercería la accionante pretende que no se afecten sus derechos con el 
embargo y posteriores resoluciones que se emitan en el juicio principal y que incidan en su propiedad; 
derechos que, como se dijo, en ambas contiendas son distintos. Además, es evidente que aunque la 
tercería excluyente de dominio se encuentra vinculada al juicio al que está afectando el bien que 
pretende excluir, ello no autoriza a tomar en cuenta la cuantía de ese juicio para determinar la de la 
tercería. En ese contexto, si la tercería excluyente de dominio en materia mercantil tiene una 
sustantividad propia y diversa a la del juicio preexistente, es evidente que el Juez responsable debe 
radicarla en forma separada y registrarla con un número distinto al juicio del que proviene, es decir, 
darle sustantividad propia, a fin de estar en posibilidad de determinar la cuantía del negocio, o bien, si 
es de cuantía indeterminada; lo que incide en tener certeza sobre la vía intentada, la competencia para 
conocer del asunto y para que las partes puedan tener seguridad de los recursos que pueden plantear, 
cuando su procedencia depende de la cuantía del negocio o si es indeterminada. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DEL DÉCIMO 
NOVENO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016274  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.9o.C.45 C (10a.)  
 
SUSPENSIÓN. MONTO DE LA GARANTÍA TRATÁNDOSE DE RESOLUCIONES SOBRE 
CONTROVERSIAS DE ARRENDAMIENTO QUE CONTENGAN CANTIDAD LÍQUIDA, O DE FÁCIL 
LIQUIDACIÓN, Y CONDENA A PRESTACIONES DE TRACTO SUCESIVO, POR VENCER. 
 
Atendiendo a los criterios establecidos en la jurisprudencia sentada por la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "SUSPENSIÓN EN AMPARO DIRECTO. PARA QUE SURTA 
EFECTOS LA CAUCIÓN, SU MONTO DEBE RESPONDER ÚNICAMENTE POR LOS DAÑOS Y 
PERJUICIOS QUE PUDIERAN CAUSARSE AL TERCERO PERJUDICADO CON ESA MEDIDA.", y en 
la tesis aislada de la Segunda Sala de ese Alto Tribunal, de rubro: "SUSPENSIÓN EN AMPARO. EL 
MONTO DE LA CAUCIÓN QUE SE FIJA AL QUEJOSO PARA QUE SURTA EFECTOS, DEBE 
RESPONDER ÚNICAMENTE POR LOS DAÑOS Y PERJUICIOS QUE PUEDEN CAUSARSE AL 
TERCERO PERJUDICADO COMO CONSECUENCIA JURÍDICA DE LA SUSPENSIÓN DEL ACTO 
RECLAMADO.", la caución que se fija para la eficacia de la suspensión decretada en un juicio de 
amparo directo, sólo debe garantizar las consecuencias derivadas del otorgamiento de esa medida, 
esto es, los daños y perjuicios que se puedan causar al tercero perjudicado, por no encontrarse en 
aptitud de incorporar, durante la vigencia de la suspensión, los derechos que le confiere el acto 
reclamado, y que los daños y perjuicios no se asimilan al monto total del numerario que se integraría al 
patrimonio del tercero perjudicado, dado que la suspensión no incide en el derecho de fondo al pago 
de esas prestaciones, sino a la suma que correspondería al rendimiento que, legalmente, produciría tal 
prestación durante ese lapso. Ahora bien, tratándose de controversias de arrendamiento, en las que 
las prestaciones, por regla general, son periódicas y de tracto sucesivo, es menester precisar que la 
falta de posesión del inmueble, en perjuicio del demandante, deriva, en principio, de la causa 
generadora del litigio natural; sin embargo, una vez dictada la sentencia, el conflicto se resuelve y si la 
resolución es favorable, se está en aptitud de recuperar dicha posesión y obtener el pago de las rentas 
vencidas; en esas condiciones, en caso de decretarse la suspensión de la ejecución de dicha 
sentencia, el accionante no podrá obtener la posesión del inmueble en disputa, ni proceder al cobro de 
las cantidades líquidas o liquidables, habida cuenta que la medida cautelar decretada impide promover 
la ejecución de esa determinación. En ese contexto, si la sentencia contiene cantidad cierta o de fácil 
cuantificación, como sería el caso de rentas vencidas, en que su monto podría establecerse desde el 
incumplimiento hasta la fecha de emisión del acto reclamado, los posibles daños y perjuicios derivados 
de la suspensión corresponderán, por cada concepto, al interés legal que se cauce al quejoso por el 
otorgamiento de la medida, durante el lapso de seis meses, tiempo probable de duración del juicio de 
amparo, pues como ya se estableció, la medida cautelar no incide en las prestaciones ya obtenidas, 
pues ese aspecto no es materia de estudio en la resolución suspensional. En cambio, respecto de las 
prestaciones que aún no se generan, pero que se seguirán produciendo por la posesión del bien, cuya 
entrega, precisamente, habrá de impedirse temporalmente con motivo de la suspensión, la garantía 
por concepto de daños deberá estar referida a las cantidades que se dejen de percibir por concepto de 
rentas durante el periodo de resolución del juicio de amparo; y como perjuicios, los intereses legales 
que se originen durante el propio periodo, pues, la falta de disposición del bien y, por tanto, el ingreso 
patrimonial referido, será en razón de la suspensión del acto reclamado. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016273  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: III.6o.A.3 A (10a.)  
 
SOLICITUD DE REINTEGRO DE CANTIDADES PAGADAS EN EXCESO POR LICENCIAS 
MÉDICAS. CONTRA EL OFICIO RELATIVO, EMITIDO POR EL TITULAR DE LA SUBDIRECCIÓN 
DE RELACIONES LABORALES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE APOYO TÉCNICO Y 
LOGÍSTICO DE LA POLICÍA FEDERAL MINISTERIAL DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA 
REPÚBLICA, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 164/2011, 
de rubro: "AUTORIDAD PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. NOTAS DISTINTIVAS.", 
estableció que las notas que distinguen a una autoridad para efectos del amparo son las siguientes: a) 
La existencia de un ente de hecho o de derecho que establece una relación de supra a subordinación 
con un particular; b) Que esa relación tenga su nacimiento en la ley, lo que dota al ente de una facultad 
administrativa, cuyo ejercicio es irrenunciable, al ser pública la fuente de esa potestad; c) Que con 
motivo de esa relación emita actos unilaterales por medio de los cuales cree, modifique o extinga por 
sí o ante sí, situaciones jurídicas que afecten la esfera legal del particular; y, d) Que para emitir esos 
actos no requiera acudir a los órganos judiciales ni precise del consenso de la voluntad del afectado. 
Así, conforme al artículo 61, fracción XXIII, en relación con los diversos 1o. y 5o., fracción II, de la Ley 
de Amparo, contra el oficio emitido por el titular de la Subdirección de Relaciones Laborales de la 
Dirección General Adjunta de Administración y Servicios de la Dirección General de Apoyo Técnico y 
Logístico de la Policía Federal Ministerial de la Procuraduría General de la República, mediante el cual 
solicita a un ex servidor público de esa institución el reintegro de cantidades pagadas en exceso por 
licencias médicas, es improcedente el juicio de amparo indirecto, en razón de que no es un acto de 
autoridad en los términos señalados, pues la cantidad no constituye un crédito fiscal y, por tanto, no 
puede ser exigida coactivamente, además de que la autoridad emisora no cuenta con facultades para 
ello. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016272  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.195 A (10a.)  
 
SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL 
CENTRALIZADA. EL RESULTADO OBTENIDO EN LA ETAPA DE ENTREVISTA ES UN 
ELEMENTO OBJETIVO SUFICIENTE PARA JUSTIFICAR EL VETO IMPUESTO POR EL 
PRESIDENTE DEL COMITÉ TÉCNICO DE SELECCIÓN AL FINALISTA ELECTO POR LA 
MAYORÍA. 
 
De los numerales 226, primer párrafo y 228 de las Disposiciones en las materias de recursos humanos 
y del Servicio Profesional de Carrera en la administración pública federal centralizada se obtiene que 
las preguntas que se formulen a los concursantes y sus respuestas en la etapa de entrevista tienen por 
objeto profundizar en la evaluación de los candidatos que llegaron a esa etapa del concurso, es decir, 
verificar si, aun cuando acreditaron las etapas previas, reúnen el perfil para ocupar el cargo, por lo que 
el resultado obtenido constituye un elemento objetivo que permite confirmar o desacreditar la 
idoneidad de un sustentante, motivo por el cual, puede servir para justificar el veto impuesto por el 
presidente del comité técnico de selección al finalista electo por la mayoría. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016271  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XXII.P.A.13 P (10a.)  
 
SEDICIÓN Y DELITOS CONTRA EL ESTADO. SU CONFIGURACIÓN COMO HECHO QUE LA LEY 
SEÑALA COMO DELITO EN EL NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO, EXIGE 
DEL OPERADOR JURÍDICO COMPRENDER SU ORIGEN HISTÓRICO Y SU ACTUAL 
PROYECCIÓN PROGRESIVA Y FUNCIONAL EN UN RÉGIMEN DEMOCRÁTICO. 
 
Este tipo de figuras delictivas consideradas por la doctrina como delitos políticos, si bien están 
diseñadas para contender con fenómenos sociales de protesta o resistencia civil que por su especial 
connotación beligerante se desbordan al punto de poner en grave riesgo la estabilidad y la acción de 
las autoridades del Estado; lo cierto es que para su configuración como hecho que la ley señala como 
delito en el nuevo sistema de justicia penal acusatorio, es importante que el operador jurídico 
comprenda que, en el caso de la sedición, se trata de una definición criminal diseñada originalmente 
para contender contra la rebeldía y la disidencia en regímenes autocráticos, como las monarquías, que 
inicialmente prohibía y sancionaba a quien se atreviera a hablar en contra, o criticar públicamente al 
gobernante en turno, a pesar de que los dichos fueran ciertos o veraces, lo que llevó a catalogarlo, 
junto con otras conductas, dentro de los delitos de lesa majestad (rebelión, motín). Ahora bien, en 
contraste con aquel arreglo institucional, desde una perspectiva funcional y progresiva, ha de 
reconocerse que los notorios entornos sociales -eventualmente convulsos- que hoy se viven, exigen 
del operador jurídico un ajuste razonable de la norma penal a los hechos sobre los que pretenda 
proyectarse y una cuidadosa reflexión en cada caso, en relación con el origen histórico y contenido del 
discurso de reclamo o protesta y su actual proyección progresiva y funcional en un régimen 
democrático, tomando en cuenta que la libertad de manifestación de las opiniones e ideas e, incluso, 
de protesta mediante la resistencia civil pacífica actualmente encuentran cobertura de protección 
dentro del parámetro de regularidad constitucional. De ahí que su aplicación debe ser con base en los 
principios de interpretación conforme y pro persona establecidos en el artículo 1o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que imponen un estándar fáctico y normativo más elevado y 
exigente que el asumido ordinariamente, para establecer que se actualiza y que determinada persona 
probablemente lo ha cometido. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016270  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XXII.P.A.15 P (10a.)  
 
SEDICIÓN. SU CONFIGURACIÓN CON BASE EN EL PRINCIPIO DE MÍNIMA INTERVENCIÓN, 
EXIGE DEMOSTRAR LA PREVIA DISPOSICIÓN AL DIÁLOGO A SEMEJANZA DEL DERECHO A 
LA CONSULTA PREVIA. 
 
Esta infracción penal considerada por la doctrina como delito político o contra el Estado, según la 
definición legal establecida en el artículo 247 del Código Penal para el Estado de Querétaro, consiste 
en las reuniones tumultuarias que sin hacer uso de armas, resistan o ataquen a la autoridad con el 
objeto de impedir el libre ejercicio de sus funciones con alguna de las finalidades a que se refiere el 
artículo 249 del mismo ordenamiento, como separar de su cargo a algún servidor público estatal o 
municipal o impedir el desempeño de éste, o sustraer de la obediencia del gobierno toda o una parte 
de alguna población del Estado, entre otras. En ese sentido, los principios de tipicidad y exacta 
aplicación de la norma penal adquieren una especial significación que elevan el escrutinio normativo y 
el estándar fáctico y probatorio en la demostración de la conducta imputada, de manera que exigen 
distinguir puntualmente la resistencia del ataque como actividades alternativas del delito, pues se 
cometen contra la autoridad y necesariamente hacen referencia a hipótesis fácticas diferenciadas, que 
para tenerse por actualizadas precisan la adecuación estricta del hecho y el dato de prueba, respecto 
de cada una de ellas, según sea el caso. En esa virtud, tomando en cuenta el principio de mínima 
intervención penal o de última ratio para este tipo de escenarios complejos, sería menester apreciar 
sobre el margen de ponderación, si hubo o no, el esfuerzo serio o disposición institucional previa, por 
las autoridades y el o los imputados, de entablar un diálogo, en términos similares al derecho a la 
consulta previa reconocido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, como un mecanismo 
para el respeto y la protección de los pueblos indígenas, cuyo objetivo principal es llegar a un acuerdo 
o, incluso, lograr un consentimiento referido a las medidas propuestas por las autoridades, pues 
naturalmente supone el enfrentamiento de la fuerza del Estado con la oposición que puede 
presentarse de alguna comunidad originaria, en donde es importante, anteponer el diálogo, lo cual, en 
este tipo de figuras delictivas no se reduce a personas indígenas, sino que con base en el principio de 
igualdad, sería aplicable respecto de cualquier otro fenómeno de manifestación pública. Lo anterior, en 
aras de comprender y atender la naturaleza y contenido de los reclamos y, en su caso, dar una 
respuesta o reconducirlos por los cauces institucionales competentes; puesto que, tal esfuerzo objetivo 
y probado, en todo caso, contribuiría a evidenciar la sinrazón o irracionalidad de aquella resistencia o 
ataque, pues antes de optar por la vía punitiva, la autoridad debe tomar como parte de su cometido 
democrático recuperar la paz y seguridad social por los medios más adecuados. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO 
CIRCUITO. 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016269  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XXII.P.A.14 P (10a.)  
 
SEDICIÓN EN SU HIPÓTESIS DE RESISTENCIA. DADO QUE ESTE DELITO SUPONE EL 
CHOQUE DE FUERZAS, LA DE LOS PARTICULARES CONTRA LA DE LAS AUTORIDADES DEL 
ESTADO, SU CONFIGURACIÓN EN UN RÉGIMEN DEMOCRÁTICO SUPONE PONDERAR LA 
RACIONALIDAD E INTENSIDAD DE CADA UNA, A FIN DE NO CRIMINALIZAR EL EJERCICIO DE 
LAS LIBERTADES PÚBLICAS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE QUERÉTARO). 
 
Conforme al artículo 247 del Código Penal para el Estado de Querétaro, cometen el delito de sedición, 
quienes reunidos de forma tumultuaria sin armas, resistan o ataquen a la autoridad con el objeto de 
impedir el libre ejercicio de sus funciones con alguna de las finalidades a que se refiere el artículo 249 
del mismo código, a saber, separar de su cargo a algún servidor público estatal o municipal o impedir 
el desempeño de éste, o sustraer de la obediencia del gobierno toda o una parte de alguna población 
del Estado, entre otras. Ahora bien, el elemento resistencia a la autoridad se traduce en un 
enfrentamiento o choque de fuerzas; por un lado, la derivada del mandato de autoridad y su 
cumplimiento a través de las actividades o funciones de aquélla, frente a la que, por otro lado, emana 
de la oposición de los gobernados, la cual, si bien ha de ser sin armas, no puede ser sino violenta en 
alguna medida, supuesto que, de no serlo, encontraría respaldo constitucional bajo la reconocida 
figura de resistencia civil pacífica. Por esa razón, son lógicamente preponderantes el contenido de los 
reclamos y las protestas, así como la naturaleza e intensidad de las acciones de resistencia, frente a 
los posibles instrumentos utilizados por las autoridades para contenerlas o reconducirlas, en aras de 
apreciar la racionalidad de dichos medios, cuando resulta que esa definición delictiva se imputa a 
quien podría ubicarse en alguna hipótesis de exclusión del delito prevista en la ley, como la relativa al 
ejercicio de uno o varios derechos o libertades fundamentales, de conformidad con el artículo 25, 
fracción VI, del Código Penal mencionado, en relación con el artículo 405, fracción II, del Código 
Nacional de Procedimientos Penales. De ahí que se exija del operador jurídico un ajuste razonable de 
la norma penal a los hechos sobre los que pretenda proyectarse y una cuidadosa reflexión en cada 
caso, en relación con el origen y contenido del discurso de reclamo o protesta, y su necesaria 
adecuación en un régimen democrático, tomando en cuenta que la libertad de manifestación de las 
opiniones e ideas e, incluso, de protesta mediante la resistencia civil pacífica, encuentran cobertura de 
protección dentro del actual parámetro de regularidad constitucional. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016268  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.185 A (10a.)  
 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA PROMOCIÓN 
DEL JUICIO DE AMPARO CONTRA ACTOS DEL PROCEDIMIENTO PREVISTO EN LA LEY 
FEDERAL RELATIVA ABROGADA, ES APTA PARA INTERRUMPIR EL PLAZO DE 
PRESCRIPCIÓN DE LAS FACULTADES SANCIONADORAS. 
 
De la interpretación del artículo 34, tercer párrafo, de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos abrogada se colige que, además de que el plazo de 
prescripción de las facultades sancionadoras se interrumpe al iniciarse el procedimiento previsto por 
ese ordenamiento, los actos de la autoridad instructora, así como las promociones del servidor público, 
también actualizan esa institución procesal. Por tanto, si a quien se atribuye la infracción, durante la 
fase procedimental promueve el juicio de amparo contra los actos relativos, debe considerarse como 
una actuación que interrumpe el plazo de la prescripción, pues con independencia del resultado del 
medio de control de la constitucionalidad, lo cierto es que la voluntad de controvertir cualquier 
determinación u omisión relacionada con el procedimiento administrativo que se le instruye es una 
muestra de actividad e interés relacionados con su causa, que queda comprendida en el rubro de 
"promociones", aun cuando sea un órgano diverso quien habrá de tramitar y resolver, ya que lo 
relevante es que guarda relación indisoluble con su defensa, y de la que habrá de producirse un 
despliegue de actos de quien será llamada como autoridad responsable. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016267  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.10o.A.58 A (10a.)  
 
RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. SU NATURALEZA. 
 
En el título cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se prevé un régimen de 
responsabilidad pública, en el cual se reconoce que los servidores públicos pueden incurrir en 
responsabilidad política, civil, penal y administrativa. Esta última, también denominada disciplinaria, 
tiene como objetivo proteger el cumplimiento de los deberes públicos por los servidores citados hacia 
la administración; de ahí que su inobservancia con motivo de una conducta ilegal, relacionada con la 
actividad como función, generará la posibilidad de que la propia administración les imponga la sanción 
correspondiente. Por tanto, dicha potestad sancionadora puede entenderse como un derecho penal 
(sancionador) administrativo, dado que, al igual que ocurre con la responsabilidad penal, la de carácter 
administrativo busca apreciar que el resultado reprochable no sea ajeno al servidor público, sino que 
debe estar necesariamente ligado al que debió prever y cometió, por lo cual, debe responder por él, 
como derivación de su propia conducta. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016266  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.5o.A.7 A (10a.)  
 
RESOLUTIVOS DE LA SENTENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. NO CAUSAN 
PERJUICIO AL ACTOR NI SON CONTRADICTORIOS CON LAS CONSIDERACIONES, CUANDO 
CONTIENEN UNA DECLARACIÓN DE NULIDAD GENÉRICA RESPECTO DE DOS O MÁS ACTOS 
IMPUGNADOS, SI EN ÉSTAS SE PRECISAN AQUELLOS CUYA ILEGALIDAD SE DECRETÓ. 
 
Cuando en los puntos resolutivos de una sentencia del juicio contencioso administrativo se efectúa una 
declaración de nulidad genérica de dos o más actos impugnados, sin hacer una mención específica y 
concreta de alguno de éstos, los cuales motivaron la promoción de la demanda, es inconcuso que no 
resultan contradictorios con las consideraciones y tampoco le irrogan perjuicio al actor, siempre que en 
la parte considerativa de la sentencia se precisen aquellos cuya ilegalidad se decretó; de ahí que en 
aras de respetar el principio de economía procesal y con el propósito de no retardar el cumplimiento de 
la sentencia, si se promueve amparo en su contra, ésta debe permanecer incólume y las autoridades 
están obligadas a acatar lo ordenado en las consideraciones que sustentan dicha determinación, 
máxime si en éstas se contienen los efectos de dicha declaratoria. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016265  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.196 A (10a.)  
 
RESOLUCIONES DEFINITIVAS EN MATERIA DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS DICTADAS POR LOS ÓRGANOS CONSTITUCIONALES 
AUTÓNOMOS. EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA ES COMPETENTE 
PARA CONOCER DEL JUICIO DE NULIDAD PROMOVIDO EN SU CONTRA (LEGISLACIÓN 
VIGENTE A PARTIR DEL 19 DE JULIO DE 2016). 
 
En la jurisprudencia 2a./J. 49/2006, de rubro: "TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA. CARECE DE COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE NULIDAD 
PROMOVIDO CONTRA LA RESOLUCIÓN DEL ÓRGANO DE CONTROL INTERNO DE LA CÁMARA 
DE DIPUTADOS QUE IMPONE SANCIONES ADMINISTRATIVAS A SUS SERVIDORES 
PÚBLICOS.", la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación definió que, en términos 
del artículo 73, fracción XXIX-H, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la 
competencia de los tribunales de jurisdicción contencioso administrativa se acota a dirimir los conflictos 
suscitados entre la administración pública federal y los particulares, sin incluir a otros Poderes de la 
Unión (Legislativo y Judicial) ni, en consecuencia, a los órganos constitucionales autónomos. 
Posteriormente, dicho precepto se reformó mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 27 de mayo de 2015, para establecer que el Congreso de la Unión tendrá facultades 
para expedir la ley que instituya el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, con idéntica 
competencia. No obstante, en el artículo 3, fracción XVI, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, publicada en el medio de difusión señalado el 18 de julio de 2016, en vigor al 
día siguiente, se amplió la garantía a la tutela jurisdiccional, prevista en el artículo 17 constitucional, en 
el sentido de que dicho órgano jurisdiccional conocerá también de los juicios de nulidad promovidos 
contra las resoluciones definitivas que impongan sanciones administrativas a los servidores públicos 
en términos de la legislación aplicable, así como contra las resoluciones que decidan los recursos 
administrativos previstos en dichos ordenamientos, dictadas por los órganos constitucionales 
autónomos. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016264  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: I.13o.T.185 L (10a.)  
 
RELACIÓN LABORAL. EL CERTIFICADO DE DERECHOS EXPEDIDO POR EL SEGURO SOCIAL 
EN EL QUE CONSTA LA INSCRIPCIÓN DEL TRABAJADOR EN EL RÉGIMEN OBLIGATORIO POR 
UN PATRÓN DISTINTO AL QUE SE ATRIBUYE AQUÉLLA, ES INSUFICIENTE, POR SÍ SOLO, 
PARA DESVIRTUARLA. 
 
De una interpretación armónica de los artículos 12, 15 y 18 de la Ley del Seguro Social vigente a partir 
del uno de julio de mil novecientos noventa y siete, se colige que la obligación de los patrones 
consistente en registrarse e inscribir a sus trabajadores en el instituto, así como comunicar sus altas y 
bajas, modificaciones y demás datos, es una responsabilidad exclusiva de éstos, por lo que su 
incumplimiento no los libera de sus obligaciones ni los exime de las sanciones y responsabilidades en 
que hubieran incurrido por esa omisión. En este sentido, si el trabajador demanda diversas 
prestaciones a una persona moral o física y ésta niega la existencia de la relación laboral y aquél 
allega diversas pruebas para demostrarla, éstas no pueden desvirtuarse con la hoja de certificación de 
derechos que expide el instituto aludido, en la que consta la inscripción del trabajador por uno o varios 
patrones distintos de aquellos a los que se les atribuye la relación de trabajo, toda vez que esa 
circunstancia únicamente demuestra que fue dado de alta por determinado patrón y no que los 
demandados carezcan de esa calidad; de ahí que dicho documento es insuficiente, por sí solo, para 
desvirtuar el vínculo de trabajo. 
 
DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016263  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XIII.P.A.23 P (10a.)  
 
RECURSO DE QUEJA. ES IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO CONTRA EL AUTO QUE NIEGA 
EL USO DE MEDIOS ELECTRÓNICOS REPRODUCTORES DE LO ACTUADO EN EL 
EXPEDIENTE. 
 
El artículo 97, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo, establece en su parte relativa, que el citado 
recurso procede contra las resoluciones dictadas durante la tramitación del juicio de amparo indirecto o 
del incidente de suspensión, que no admitan expresamente el recurso de revisión, y que por su 
naturaleza trascendental y grave puedan causar perjuicio a alguna de las partes, no reparable en 
sentencia definitiva. Ahora bien, una nueva reflexión sobre el tema bajo la actual integración del Pleno 
de este Tribunal Colegiado, conduce a sostener la improcedencia de dicho medio de defensa en contra 
del auto que niega el uso de medios electrónicos reproductores de lo actuado en los autos, cuando se 
dejó a salvo el derecho de la parte interesada a solicitar fotocopias e, incluso, a consultar vía Internet 
el expediente electrónico, ya que dicho proveído no resulta trascendental y grave. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016262  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: I.1o.P.96 P (10a.)  
 
PRUEBA PERICIAL EN MATERIA DE GENÉTICA PRACTICADA AL IMPUTADO EN EL DELITO DE 
VIOLACIÓN. SI EN ÉSTA SE DETERMINA QUE LOS PERFILES GENÉTICOS PROVENIENTES DE 
LAS CÉLULAS OBTENIDAS COMO RESULTADO DEL ILÍCITO Y DE LAS MUESTRAS 
PERTENECIENTES AL ACTIVO, TIENEN ORIGEN BIOLÓGICO DISTINTO, PARA EL ESTUDIO DE 
LA RESPONSABILIDAD PENAL, AQUÉLLA DEBE PREPONDERAR SOBRE LA IDENTIFICACIÓN 
QUE LA VÍCTIMA HAGA DEL ACUSADO. 
 
En tratándose del delito de violación, la identificación que la víctima hace del imputado como la 
persona que el día de los hechos le impuso la cópula, constituye una prueba fundamental; sin 
embargo, el valor probatorio otorgado al resultado del dictamen en materia de genética debe 
preponderar sobre el concedido a aquélla, cuando en la pericial se determine que los perfiles genéticos 
provenientes de las células espermáticas obtenidas como resultado del ilícito y de las muestras 
pertenecientes al imputado, respectivamente, tienen origen biológico distinto. Lo anterior, en virtud de 
que esa prueba científica, esto es, la pericial en materia de genética, es el instrumento probatorio ideal 
por medio del cual pueden obtenerse resultados que indudable y fehacientemente lleven a la 
convicción de que el perfil biológico obtenido de las muestras pertenecientes a la víctima o recabadas 
en otros objetos, corresponde al imputado, con lo cual, el juzgador se allega de la información 
necesaria para determinar la veracidad de los hechos. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
 
  

http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 16 de febrero de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u

ri
s
ta

d
e
lf

u
tu

ro
.o

rg
  

h
tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2016261  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: IV.2o.A.144 A (10a.)  
 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN. EL JUEZ DE DISTRITO EN CUYA 
JURISDICCIÓN SE TRAMITÓ Y HABRÁ DE EJECUTARSE, ES COMPETENTE PARA CONOCER 
DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO INSTAURADA EN SU CONTRA POR UN TERCERO 
EXTRAÑO. 
 
Si el quejoso reclama lo actuado en el procedimiento administrativo de ejecución seguido contra otras 
personas a quienes la resolución vinculó a su acatamiento, ostentándose como tercero extraño, 
porque estima que debió ser llamado a participar en aquél, es Juez competente para conocer del 
amparo, el que ejerce jurisdicción en el lugar en que se siguió el procedimiento y habrá de ejecutarse 
lo resuelto. Es así, porque conforme al artículo 37 de la Ley de Amparo, es competente para conocer 
del asunto, el Juez de Distrito que tenga jurisdicción en el lugar donde el acto que se reclame deba 
tener ejecución, trate de ejecutarse, se esté ejecutando o se haya ejecutado y, en la especie, los vicios 
atribuidos a las actuaciones del procedimiento se efectuaron en el lugar en que éste se tramitó y la 
ejecución de la resolución en perjuicio de los administrados en contra de quien se instruyó se efectuará 
en el mismo lugar. No se opone a lo anterior que en la demanda de amparo el quejoso señale un 
domicilio en un lugar distinto, pues para determinar la competencia por razón de territorio debe 
atenderse a la naturaleza del acto reclamado, toda vez que, al ser una cuestión de orden público, 
deben aplicarse las reglas específicas sobre competencia por razón de territorio previstas en la Ley de 
Amparo, y no la voluntad de las partes. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016260  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XXI.1o.P.A.13 P (10a.)  
 
PRECLUSIÓN DE LA FACULTAD DE INVESTIGACIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO POR NO 
INTEGRAR LA AVERIGUACIÓN PREVIA SIN DETENIDO DENTRO DE LOS PLAZOS LEGALES. 
DICHA FIGURA NO ESTÁ PREVISTA EN EL ARTÍCULO 54 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES PARA EL ESTADO DE GUERRERO (ABROGADO). 
 
El cuarto párrafo del precepto mencionado establece que cuando en una indagatoria por un delito 
culposo no hubiere detenido, el Ministerio Público dispondrá de seis meses para integrar la 
averiguación previa, contados a partir de la formulación de la querella o denuncia, ejerciendo o no la 
acción penal; en los delitos dolosos sancionados con una pena máxima no mayor de cinco años de 
prisión, dispondrá de doce meses; cuando la pena máxima exceda de cinco años dispondrá de 
dieciocho meses para integrar la averiguación; y, tratándose de delitos graves, de veinticuatro meses. 
Como puede advertirse, la porción normativa no prevé que la facultad de investigación del Ministerio 
Público precluirá en el supuesto de que dichos actos no se realicen dentro de los plazos ahí 
establecidos, pues existe una laguna de la ley al respecto, en la medida en que no se señala la 
consecuencia jurídica de hacerlo tardíamente, ni como causa de sobreseimiento, preclusión e, incluso, 
de carácter disciplinario. Acorde con ello, el establecimiento de los plazos que en su caso imponen los 
legisladores en las leyes penales secundarias, tiene como fin último que no quede expedita 
indefinidamente la acción persecutoria del Estado, lo que encuentra su justificación en el derecho a la 
seguridad y certeza jurídica de que deben gozar todos los gobernados, máxime que la víctima u 
ofendido del delito no es la encargada de velar por la celeridad de la actuación del Ministerio Público 
en la investigación de los delitos. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO 
PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016259  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional, Común)  
Tesis: I.3o.A.7 K (10a.)  
 
PERSONAS MORALES DE DERECHO PÚBLICO. EL ARTÍCULO 7o. DE LA LEY DE AMPARO, AL 
ESTABLECER QUE PUEDEN EJERCER LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL SÓLO CUANDO SE 
AFECTEN SUS INTERESES PATRIMONIALES EN AQUELLAS RELACIONES EN QUE SE 
UBIQUEN EN UN PLANO DE IGUALDAD CON LOS GOBERNADOS, NO RESTRINGE EL 
DERECHO FUNDAMENTAL A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA. 
 
El artículo 7o. de la Ley de Amparo vigente, dispone que las personas morales de derecho público 
pueden ejercitar, excepcionalmente, la acción constitucional, en los casos en que la ley o el acto que 
reclamen afecte sus intereses patrimoniales, en aquellas relaciones en que se ubiquen en un plano de 
igualdad con los gobernados. Ahora, en diversos criterios, la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
sustentó -al interpretar el artículo 9o. de la Ley de Amparo abrogada- que los entes oficiales pueden 
actuar con un doble carácter: dotados de poder público y como personas morales de derecho privado; 
asimismo, estableció que el punto de partida para definir la procedencia del juicio de amparo instado 
por aquéllos, debe ser el vínculo generado entre las autoridades que intervienen en la relación jurídica 
en que tuvo lugar la emisión de la resolución reclamada. Por su parte, los artículos 8, numeral 1 y 25, 
numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, prevén el derecho de toda persona 
a la tutela judicial efectiva; esto es, a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo 
ante los Jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la ley o la 
propia Convención, en la inteligencia de que el recurso debe ser realmente idóneo para establecer si 
se violaron los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarlo. En ese sentido, el artículo 
7o. invocado no restringe el derecho fundamental mencionado, pues no tiene como propósito limitar o 
cerrar la posibilidad de ejercerlo, sino señalar un caso de inadmisibilidad del juicio constitucional por 
razones de seguridad jurídica, pues la distinción que prevé obedece a la naturaleza del amparo como 
medio de control del poder público en favor de los gobernados, en el que éste no puede acudir al 
amparo para defender la legalidad de los actos de autoridad, sino en casos excepcionales; esto es, 
cuando se afecten sus intereses patrimoniales. En consecuencia, la condición para que las personas 
morales de derecho público puedan ejercer la acción de amparo cuando el acto reclamado afecte sus 
intereses patrimoniales, en aquellas relaciones en que se ubiquen en un plano de igualdad con los 
gobernados, implica el establecimiento de requisitos o presupuestos formales necesarios para la 
admisión de la demanda, pero no constituye, en sí mismo, una violación al derecho referido, pues en 
todo procedimiento o proceso existente en el orden interno de los Estados, deben concurrir amplias 
garantías judiciales, entre ellas, las formalidades que deben observarse para garantizar el acceso a 
éstas. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016258  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.190 A (10a.)  
 
OPERACIONES CON PARTES RELACIONADAS EN EL TERRITORIO NACIONAL. LOS 
COMPROBANTES FISCALES QUE SE EMITAN CON MOTIVO DE AJUSTES DE PRECIOS DE 
TRANSFERENCIA DEBEN CORRESPONDER AL EJERCICIO FISCAL EN QUE AQUÉLLAS SE 
CELEBRARON, PARA QUE SEAN DEDUCIBLES (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2004). 
 
El artículo 86, fracción XV, de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente en 2004, prevé la obligación 
a cargo de los contribuyentes que celebren operaciones con partes relacionadas en el territorio 
nacional, de calcular sus ingresos acumulables y deducciones autorizadas, considerando los precios y 
montos de las contraprestaciones que hubieran utilizado con o entre partes independientes en 
operaciones comparables, por lo que su cumplimiento está vinculado con dos elementos esenciales 
del tributo: la base gravable y la época de pago; de ahí que el contribuyente que funge como 
proveedor debe corroborar mes con mes y anualmente que las operaciones que celebró en el periodo 
cumplan la obligación mencionada y, en su caso, hacer el ajuste correspondiente. En contraparte, el 
contribuyente que consume los bienes o servicios en esa misma operación, al deducirla, debe verificar 
que está dentro de los valores de mercado y reúne los requisitos necesarios para ello al calcular la 
utilidad del ejercicio, esto es, dispone hasta el mes de marzo del año siguiente para hacerlo, plazo que 
sólo es extensible para la obtención de la documentación comprobatoria de la operación de la que 
derive una deducción autorizada, pero no para su expedición, pues así se advierte del artículo 31, 
fracción XIX, del ordenamiento mencionado. Por tanto, los comprobantes fiscales que se emitan con 
motivo de ajustes de precios de transferencia deben corresponder al ejercicio fiscal en que las 
operaciones con partes relacionadas se celebraron, para que sean deducibles. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016257  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.191 A (10a.)  
 
OPERACIONES CON PARTES RELACIONADAS EN EL TERRITORIO NACIONAL. EL ARTÍCULO 
217 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, AL ESTABLECER QUE LOS AJUSTES DE 
PRECIOS DE TRANSFERENCIA RESPECTO DE OPERACIONES CELEBRADAS CON PARTES 
RELACIONADAS EN EL EXTRANJERO, PUEDEN LLEVARSE A CABO MEDIANTE 
DECLARACIÓN COMPLEMENTARIA, LES ES INAPLICABLE (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2004). 
 
El artículo 86, fracción XV, de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente en 2004, prevé la obligación 
a cargo de los contribuyentes que celebren operaciones con partes relacionadas en el territorio 
nacional, de calcular sus ingresos acumulables y deducciones autorizadas, considerando los precios y 
montos de las contraprestaciones que hubieran utilizado con o entre partes independientes en 
operaciones comparables, por lo que su cumplimiento está vinculado con dos elementos esenciales 
del tributo: la base gravable y la época de pago. Por otra parte, en términos del artículo 5o. del Código 
Fiscal de la Federación, las disposiciones que rigen ese tipo de operaciones son de estricta 
interpretación. Por tanto, el artículo 217 de la ley mencionada, al establecer que los ajustes de precios 
de transferencia respecto de operaciones celebradas con partes relacionadas en el extranjero, pueden 
llevarse a cabo mediante declaración complementaria, es inaplicable a las celebradas entre 
connacionales. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016256  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: VI.1o.P.41 P (10a.)  
 
OMISIONES O ABSTENCIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO CONSISTENTES EN RETARDAR, 
DEJAR DE ACTUAR, O REHUSARSE A HACER LO CONDUCENTE PARA INTEGRAR 
DEBIDAMENTE LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN. AL NO ESTAR CONTEMPLADAS DENTRO 
DE LAS HIPÓTESIS DE PROCEDENCIA DEL RECURSO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 258 DEL 
CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, ES INNECESARIO AGOTARLO, 
PREVIAMENTE A LA PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
 
De los artículos 253, 254, 255, 256 y 258 del Código Nacional de Procedimientos Penales, se concluye 
que, tratándose de las determinaciones del Ministerio Público consistentes en la abstención de 
investigar, el archivo temporal, la aplicación de un criterio de oportunidad y el no ejercicio de la acción 
penal, la víctima u ofendido del delito deberá agotar, previamente a la promoción del juicio de amparo, 
el medio de defensa legal o recurso previsto en el artículo 258 indicado. Lo anterior es así, porque las 
determinaciones del representante social tendentes a dar por terminada una investigación, están 
sujetas a control judicial, bajo los requisitos que establece el numeral citado; en cambio, tratándose de 
las omisiones o abstenciones del Ministerio Público consistentes en retardar, dejar de actuar, o 
rehusarse a hacer lo conducente para integrar debidamente la carpeta de investigación, es innecesario 
agotar dicho recurso, pues no se encuentran previstas dentro de sus hipótesis de procedencia y, por 
ende, son susceptibles de impugnarse vía amparo indirecto. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEXTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016255  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.1o.A.192 A (10a.)  
 
OMISIÓN O RETARDO EN INICIAR LA GESTIÓN QUE CONDUZCA AL NOMBRAMIENTO, 
SUSPENSIÓN O REMOCIÓN DE SERVIDORES PÚBLICOS, ATRIBUIDA A LOS PODERES 
LEGISLATIVOS FEDERALES O LOCALES. EN SU CONTRA ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE 
AMPARO. 
 
De conformidad con el artículo 61, fracción VII, de la Ley de Amparo, el juicio constitucional es 
improcedente contra las resoluciones o declaraciones del Congreso Federal o de las Cámaras que lo 
componen, de las Legislaturas Estatales o sus respectivas comisiones o Diputaciones Permanentes, 
entre otros supuestos, en los procedimientos de elección, suspensión o remoción de funcionarios, en 
los casos en que las Constituciones correspondientes les confieran la facultad de resolver soberana o 
discrecionalmente. Ahora, si bien es cierto que dicho precepto no prevé expresamente que las 
abstenciones en los procedimientos indicados deban recibir idéntico tratamiento que los actos de 
naturaleza positiva, también lo es que una interpretación racional conduce a establecer que a la 
inactividad de los órganos legislativos a los que se refiere la fracción mencionada les resulta aplicable 
la misma regla de improcedencia, porque no podría concebirse que sólo el acto positivo quedara 
excluido del control de la constitucionalidad por medio del amparo, sino que deben quedar 
comprendidos todos aquellos relacionados con el ejercicio de la facultad discrecional de que se dota a 
esas autoridades, entre ellos, la omisión o retardo en iniciar la gestión que conduzca al nombramiento, 
suspensión o remoción de servidores públicos. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016254  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.1o.A.183 A (10a.)  
 
OFICIAL SECRETARIO DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LA PROCURADURÍA GENERAL DE 
JUSTICIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO. CONTRA EL ACUERDO DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO 
DE SEPARACIÓN DE SU CARGO PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
 
El artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
prevé una prohibición para reinstalar a los agentes del Ministerio Público, peritos y miembros de las 
corporaciones policiales, a pesar de que su separación del servicio resulte injustificada. Esta 
proscripción ha sido considerada como un acto de imposible reparación, en términos del diverso 
numeral 107, fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo, que hace procedente el medio de control de 
constitucionalidad biinstancial, en virtud de que afecta los derechos sustantivos al trabajo y a no ser 
separado injustificadamente de éste. Por su parte, el artículo 77 de la Ley Orgánica de la Procuraduría 
General de Justicia del Distrito Federal (actualmente Ciudad de México), dispone que podrá separarse 
de su cargo al oficial secretario del Ministerio Público local si no cumple con los requisitos de 
permanencia y, sobre este aspecto, especifica que en ningún caso procederá su reincorporación. 
Consecuentemente, aun cuando el puesto de oficial secretario no está comprendido en el precepto 
constitucional citado, lo cierto es que el ordenamiento que rige su permanencia contiene la misma 
limitante para que se reincorpore al servicio, lo que justifica la procedencia del juicio de amparo 
indirecto contra el acuerdo de inicio del procedimiento de separación correspondiente. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016253  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.186 A (10a.)  
 
OBRA POR ENCARGO. LA PERSONA FÍSICA A QUIEN SE ENCOMIENDA SU REALIZACIÓN 
NUNCA PIERDE EL CARÁCTER DE AUTOR Y, POR ENDE, EL DERECHO A QUE SE LE 
RECONOZCA PÚBLICAMENTE, PESE A QUE SU LABOR ARTÍSTICA HAYA SIDO RESULTADO 
DE UNA INICIATIVA O CONCEPCIÓN AJENA. 
 
Del análisis sistemático de los artículos 11, 12 y 27 de la Ley Federal del Derecho de Autor, se colige 
que si bien es cierto que el autor de una obra, esto es, la persona física que la crea, no 
necesariamente es, al mismo tiempo, el titular de los derechos que su realización genera, 
especialmente los de naturaleza económica, pues éstos pueden transmitirse, ya sea por cesión 
expresa o presuntiva legal, a un tercero, el cual se erige como titular derivado, también lo es que dicha 
circunstancia no modifica ni puede extinguir su calidad de creador del bien intangible específico, al ser 
inherente a su persona y, por ende, tiene derecho a que siempre se le reconozca públicamente. Por 
tanto, el hecho de que en una obra por encargo el artista comisionado no genere la creación artística a 
partir de su propia iniciativa o personal concepción, sino como consecuencia del encargo remunerado 
que le fue ofertado por un tercero (comitente) quien le refirió, además, la idea que debía materializarse, 
no es motivo para asimilar a este último como su autor, toda vez que el artículo 14, fracción I, de la 
legislación mencionada expresamente prevé que las ideas aisladas no son objeto de protección y, por 
ende, prescribe categóricamente en el diverso 83, segundo párrafo, que el realizador de una obra por 
comisión remunerada mantendrá siempre el derecho de paternidad con relación a ella; disposición 
que, en congruencia con los principios elementales del derecho autoral, cobra total lógica, pues el 
único que legítimamente puede ostentarse como creador de una obra, es aquella persona física que 
efectivamente la desarrolló, aun cuando, se reitera, su realización no haya sido producto de su propia 
iniciativa o personal concepción. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016252  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: XIX.1o.A.C.15 C (10a.)  
 
NOTIFICACIÓN POR CÉDULA. CUANDO SE DEJA EN PODER DE UN TERCERO EN EL 
DOMICILIO EN QUE DEBA REALIZARSE, SURTE EFECTOS EL MISMO DÍA EN QUE SE 
PRACTICA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE TAMAULIPAS). 
 
El artículo 63 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Tamaulipas establece que las 
notificaciones por medio de lista y de cédula se considerarán hechas al día siguiente del que sean 
fijadas aquéllas, mientras que las personales el mismo día de la diligencia respectiva. De lo anterior, se 
concluye que por ser fijadas en el tribunal de que se trate, las notificaciones por medio de lista y 
aquellas otras por medio de cédula, se considerarán hechas al siguiente día de su fijación. En cambio, 
la notificación personal surte efectos o se considera hecha, el mismo día de la diligencia; lo que tiene 
su razón de ser, en que no existe motivo para considerar que el interesado tuvo certeza jurídica de la 
comunicación inherente en otro momento distinto, sino el mismo día en que aquélla se practicó. De 
igual manera, cuando el interesado es buscado, precisamente, en el domicilio en que deba realizarse 
la notificación, sin que se encuentre, y ésta se practica por medio de cédula que se deja en poder de 
un tercero (parientes, domésticos o persona adulta que se encuentre en el lugar), ello proporciona una 
certeza semejante a la notificación personal, primero porque se dejó esa cédula con una persona que 
al menos se presume es allegada al interesado y porque aquélla contiene todos los datos necesarios 
para que se entere debidamente de la resolución judicial respectiva. De ahí que a fin de determinar 
cuándo debe tenerse por hecha, no puede asimilarse la cédula como la notificación que se fija en un 
área visible del tribunal a aquella otra que se deja en el domicilio designado, debiendo estimarse que la 
practicada en este último caso, surte efectos el mismo día de la diligencia. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DEL DÉCIMO 
NOVENO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016251  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.1o.A.199 A (10a.)  
 
MODELOS DE CONVENIOS Y CONTRATOS DE ADHESIÓN PARA LA PRESTACIÓN DEL 
SERVICIO PÚBLICO DE ENERGÍA ELÉCTRICA, APROBADOS POR LA COMISIÓN 
REGULADORA DE ENERGÍA. NO SON ACTOS DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE 
AMPARO. 
 
Si bien es cierto que la aprobación de los modelos de convenios y contratos de adhesión para la 
realización de las actividades reguladas, como lo es la prestación del servicio público de energía 
eléctrica, constituye el ejercicio de la facultad que los artículos 3, fracción XIII, de la Ley de la Comisión 
Reguladora de Energía abrogada y 3, fracción VI, 19 Bis y 19 Ter del Reglamento de la Ley del 
Servicio Público de Energía Eléctrica, en Materia de Aportaciones, confieren a la Comisión Reguladora 
de Energía, también lo es que se da en un plano de coordinación entre autoridades, esto es, entre 
aquélla y la Comisión Federal de Electricidad (suministrador), sin que con ello se cree, modifique o 
extinga de manera unilateral una situación jurídica que afecte la esfera de derechos de los particulares, 
ya que no se establece alguna obligación a su cargo ni se menoscaba alguna de las prerrogativas con 
que cuenten; de ahí que no se cumplan los requisitos para que dichos modelos se consideren actos de 
autoridad para efectos del juicio de amparo, ya que constituyen formatos a partir de los cuales se 
redactarán los convenios y contratos respectivos y, al firmarlos, es cuando los usuarios o solicitantes 
manifiestan su voluntad de quedar sujetos a las cláusulas que contienen; sin embargo, la suscripción 
de un convenio conforme al modelo aprobado por la Comisión Reguladora de Energía tampoco dota a 
su contenido de las características de un acto de autoridad, pues las partes actúan en un plano de 
coordinación y no de supra a subordinación, por lo que las diferencias que surjan de su aplicación o 
interpretación tienen origen en el vínculo contractual en el que aquéllas, de manera libre, expresaron 
su conformidad para contraer derechos y obligaciones recíprocos. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Registro: 2016250  
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Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
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Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: I.5o.A.6 A (10a.)  
 
MIEMBROS DE LA POLICÍA FEDERAL. AL SER DE NATURALEZA ADMINISTRATIVA SU 
RELACIÓN CON EL ESTADO, ESTÁN EXCLUIDOS DEL DERECHO A LA ESTABILIDAD EN EL 
EMPLEO Y DEL PAGO DE LA PRIMA DE ANTIGÜEDAD O QUINQUENIO. 
 
Conforme al artículo 2 de la Ley de la Policía Federal, esta institución es un órgano administrativo 
desconcentrado de la otrora Secretaría de Seguridad Pública (hoy adscrito a la Secretaría de 
Gobernación), que tiene por objeto salvaguardar la vida, la integridad, la seguridad y los derechos de 
las personas; preservar las libertades, el orden y la paz públicos, así como prevenir e investigar la 
comisión de delitos, bajo la conducción y mando del Ministerio Público de la Federación. Por su parte, 
el numeral 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece que los miembros de las instituciones policiales, como sucede con los elementos de la 
Policía Federal, se rigen por sus propias leyes; de ahí que la relación entre éstos y el Estado sea de 
naturaleza administrativa, por lo que las determinaciones que dicha institución tome en torno a ese 
vínculo jurídico, deberán sujetarse a la normatividad que regula su organización y funcionamiento. Por 
tanto, los miembros de la corporación mencionada están excluidos de los derechos laborales de los 
que goza un trabajador al servicio del Estado, como son la estabilidad en el empleo y el pago de la 
prima de antigüedad o quinquenio. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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MARCAS. EL ARTÍCULO 23, FRACCIÓN I, DEL REGLAMENTO DE INSUMOS PARA LA SALUD 
ES INAPLICABLE PARA DEFINIR SI LA QUE PRETENDA DISTINGUIR UN PRODUCTO 
FARMACÉUTICO ES O NO SEMEJANTE EN GRADO DE CONFUSIÓN A OTRA PREVIAMENTE 
INSCRITA ANTE EL INSTITUTO MEXICANO DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL Y, POR ENDE, SU 
REGISTRABILIDAD. 
 
La Ley General de Salud tiene por objeto reglamentar y, por ende, salvaguardar el derecho a la salud 
de los gobernados, siendo la comercialización de medicamentos uno de los tópicos que regula. En ese 
orden de ideas, si bien es cierto que sus artículos 225 y 376 Bis, fracción I, así como los diversos 23, 
fracción I, 24, fracción II, 25 y 31 del Reglamento de Insumos para la Salud contienen disposiciones 
que buscan normar las denominaciones genérica y distintiva, mediante las cuales se identifican 
comercialmente esa clase de bienes, como lo es que el empleo de la segunda no es un requisito 
obligatorio para expenderlos; que no puede estar conformada directa o indirectamente por la 
composición del medicamento o su acción terapéutica; la forma en que debe expresarse en la etiqueta 
respectiva o cómo habrá de indicarse en una receta; que no puede emplearse en más de un registro 
sanitario, así como que debe diferenciarse en por lo menos tres letras de cada palabra, cuando 
ortográfica o fonéticamente sea semejante en dos o más insumos (este último aspecto se prevé en el 
artículo 23, fracción I, citado), también lo es que dichos preceptos tienen como propósito regular 
exclusivamente el uso de la denominación distintiva de un medicamento en aquellos actos que inciden 
con el derecho a la salud o en los requisitos administrativos para su elaboración, como lo son la 
obtención y empleo de un registro sanitario, y no como un activo intangible a favor de la empresa que 
fabrica dicho insumo, cuya protección, como elemento concentrador de su buen nombre comercial, 
mediante la constitución del derecho exclusivo a su utilización, puede generar y garantizar una 
competencia leal en el mercado. Por tanto, la registrabilidad de una marca que pretenda distinguir un 
producto farmacéutico, esto es, la constitución del derecho a su uso exclusivo en el mercado, 
particularmente en cuanto a si es o no semejante en grado de confusión con otro signo distintivo 
previamente inscrito ante el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, no se define por el artículo 
23, fracción I, invocado, sino por el diverso 90, fracción XVI, de la Ley de la Propiedad Industrial, en 
razón de ser éste el ordenamiento que tiene como propósito normar la protección de esta clase de 
activos intelectuales, con el objeto de prevenir una competencia desleal, aspecto que implica, entre 
otros tópicos, evitar precisamente que dos signos puedan generar en el público una inexacta 
asociación en cuanto a su origen en razón de los elementos que los componen. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Registro: 2016248  
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
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Materia(s): (Común, Administrativa)  
Tesis: I.3o.A.42 A (10a.)  
 
JURISPRUDENCIA DEL PLENO DE LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA. SU INOBSERVANCIA POR LAS SALAS QUE DEBEN ACATARLA DA LUGAR 
A QUE EN EL AMPARO PROMOVIDO CONTRA LA SENTENCIA CORRESPONDIENTE, SE 
CONCEDA LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL Y SE ORDENE A AQUÉLLAS EMITIR UN 
NUEVO FALLO EN EL QUE LA APLIQUEN. 
 
Del artículo 75 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo se advierte que la 
jurisprudencia del Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa es 
obligatoria para las Salas del propio órgano jurisdiccional. Así, la aplicación de esa jurisprudencia, a 
efecto de resolver en definitiva un asunto sometido a la potestad ordinaria, constituye una formalidad 
esencial del procedimiento, cuya inobservancia da lugar a que en el amparo promovido contra la 
sentencia correspondiente se conceda la protección constitucional y se ordene a la autoridad de origen 
emitir un nuevo fallo en el que aplique el criterio inobservado, sin que ello implique juzgar sobre el 
tema de fondo, si conforme a la litis planteada el estudio se limitó al desacato de la formalidad 
indicada. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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JUICIOS ORALES, ORDINARIOS MERCANTILES O CIVILES. CUANDO SE RECLAMA EL PAGO 
DE UNA FACTURA DERIVADA DE UN CONTRATO CON ENTES PÚBLICOS, NO PROCEDE EL 
PAGO RESPECTIVO, SI NO SE FORMALIZÓ POR ALGUNO DE LOS MEDIOS LEGALES 
CONDUCENTES, A SABER, LICITACIÓN PÚBLICA; INVITACIÓN RESTRINGIDA A CUANDO 
MENOS TRES PROVEEDORES O ADJUDICACIÓN DIRECTA (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA 
LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
En términos de la Ley de Adquisiciones para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México y 
de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, los órganos político 
administrativos desconcentrados o aquellos entes públicos, al momento de formalizar cualquier 
adquisición, deben, por regla general, llevar a cabo una licitación pública, invitación restringida a 
cuando menos tres proveedores o adjudicación directa, a fin de asegurar al ente público del Estado, 
las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás 
circunstancias pertinentes, de conformidad con la propia ley. De modo que, tal como lo disponen los 
artículos 13 de la Ley de Adquisiciones para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México y 
15 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, los contratos que se 
realicen en contravención a lo dispuesto por la propia ley serán nulos de pleno derecho, previa 
determinación de la autoridad judicial o administrativa en funciones jurisdiccionales. Ello es así, porque 
como lo dispone el numeral 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 
"Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional para garantizar que éste sea integral y 
sustentable, que fortalezca la soberanía de la Nación y su régimen democrático y que, mediante la 
competitividad, el fomento del crecimiento económico y el empleo y una más justa distribución del 
ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los individuos, grupos y 
clases sociales, cuya seguridad protege la propia Constitución. ...". De modo que, si en los juicios 
orales, ordinarios mercantiles o civiles se acredita que la mercancía amparada por la factura cuyo 
cobro se pretende, fue adquirida sin que mediara alguna de las formas de contratación que establece 
la Ley de Adquisiciones para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, se contraviene el 
régimen legal y constitucional sobre contrataciones y licitaciones públicas y, por tanto, no procede su 
pago, pues el acto del que derivan se considera nulo de pleno derecho. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Registro: 2016246  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XXX.3o.1 C (10a.)  
 
JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. FORMA DE CALCULAR EL MONTO DE LOS DAÑOS Y 
PERJUICIOS PARA QUE SURTA EFECTOS LA SUSPENSIÓN EN EL AMPARO DIRECTO, 
CUANDO EXISTE CANTIDAD LÍQUIDA O ESTIMABLE EN DINERO. 
 
De conformidad con la jurisprudencia P./J. 71/2014 (10a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, de título y subtítulo: "DAÑOS Y PERJUICIOS. FORMA DE FIJAR EL MONTO DE LA 
GARANTÍA POR ESOS CONCEPTOS AL CONCEDERSE LA SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE 
AMPARO CUANDO SE RECLAMA UNA CANTIDAD LÍQUIDA.", cuando el acto reclamado consista en 
una condena líquida o estimable en dinero -es decir, cuando existe una cuantía determinada o 
determinable-, la autoridad competente, al fijar el monto de la caución y solamente para garantizar los 
daños y perjuicios que puedan causarse con la concesión de la suspensión, deberá limitarse a calcular 
sobre el monto de la condena -tomando en cuenta la totalidad, esto es, la suerte principal y los 
intereses-; los daños deberán calcularse conforme al Índice Nacional de Precios al Consumidor, por 
ser el que refleja la pérdida del valor del dinero en el mercado; mientras que el cálculo de los perjuicios 
deberá hacerse conforme a la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio (TIIE), por ser un indicador 
que, en términos generales, permite conocer que la cantidad que dejó de percibir, debió generar cierto 
rendimiento económico. Así, en un juicio ejecutivo mercantil en el que se condenó al actor a pagar 
gastos y costas, primeramente tiene que obtenerse el valor total del juicio, para poder determinar el 
artículo aplicable del Arancel de Abogados y Auxiliares de la Administración de Justicia del Estado de 
Aguascalientes, pues el resultado de aplicar el porcentaje correspondiente a dicho valor será la base 
que servirá de referencia para hacer el cálculo de la garantía. Con esta base y sólo con el objeto de 
establecer el periodo de cálculo en la materia involucrada, se acudirá a la consulta que se haga al 
Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes (SISE), donde se obtiene el tiempo en el cual 
aproximadamente se tramita y resuelve un amparo directo en el circuito judicial en el que se presentó 
la demanda. Enseguida, con el propósito de cuantificar los daños, conforme al parámetro idóneo que lo 
es el Índice Nacional de Precios al Consumidor, se sigue el procedimiento establecido en el artículo 
17-A del Código Fiscal de la Federación, esto es, se aplicará el factor de actualización a las cantidades 
que se deban actualizar. Dicho factor se obtendrá dividiendo el Índice Nacional de Precios al 
Consumidor del mes anterior al más reciente del periodo entre el citado índice correspondiente al mes 
anterior al más antiguo de dicho periodo. Ahora, de conformidad con el artículo 44, fracción III, de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta, a dicho cociente se le resta la unidad, y así se obtiene el factor de 
ajuste que se aplica a la base para obtener el monto de los daños. Por su parte, los perjuicios se 
calculan tomando en cuenta la TIIE a veintiocho días publicada en la fecha en que se decide sobre la 
suspensión y la misma se aplica a la base. El resultado, por ser anual, se dividirá entre doce, que son 
los meses del año y se multiplicará por el número de meses que tardará en resolverse el amparo 
directo, según el dato del SISE. El producto de esta operación aritmética corresponde al monto de los 
perjuicios, que se suma al importe de los daños, para obtener la cantidad que la quejosa deberá 
exhibir por dichos conceptos, para que surta efectos la suspensión concedida, lo cual deberá 
garantizar en cualquiera de las formas que la ley establece. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO CIRCUITO. 
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Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.194 A (10a.)  
 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL 
INCUMPLIMIENTO DE UN CONTRATO DE OBRA PÚBLICA, CUANDO NO EXISTE UN ACTO DE 
AUTORIDAD EXPRESO O TÁCITO. 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 62/2015 
(10a.), determinó que procede el juicio de nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa 
contra las resoluciones definitivas, actos y procedimientos administrativos sobre la interpretación y el 
cumplimiento de contratos de obra pública con cargo a recursos federales, con independencia de que 
los hayan celebrado las entidades federativas o los Municipios, en tanto que lo que da la competencia 
material es el carácter federal de los recursos empleados y el marco normativo que rige a ese órgano 
jurisdiccional; sin embargo, dichos supuestos de procedencia no se actualizan si solamente se 
impugna el incumplimiento parcial o total de un contrato de esa naturaleza, básicamente, porque no 
existe un acto positivo (resolución administrativa definitiva) de la autoridad en materia de interpretación 
y cumplimiento de un contrato de obra pública que haga procedente la instancia administrativa federal 
para analizar su legalidad, como son, entre otros, la rescisión administrativa (supuesto que analizó la 
Segunda Sala en el criterio mencionado), la emisión del finiquito o la terminación anticipada, requisito 
indispensable para la viabilidad del juicio contencioso administrativo federal. Máxime que, de las 
razones expuestas en la ejecutoria del Alto Tribunal, no se advierte que se haya definido que el juicio 
anulatorio proceda contra el incumplimiento de obligaciones recíprocas acordadas por las partes de un 
contrato de obra pública, esto es, sin la existencia de un acto de autoridad expreso o tácito. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016244  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.188 A (10a.)  
 
INTERÉS JURÍDICO EN EL JUICIO DE NULIDAD PROMOVIDO CONTRA LA SANCIÓN IMPUESTA 
CON MOTIVO DE UN PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN ADMINISTRATIVA RESPECTO DE 
ACTIVIDADES REGULADAS. PARA EXIGIR AL PARTICULAR QUE LO ACREDITE MEDIANTE LA 
EXHIBICIÓN DEL PERMISO, LICENCIA O AUTORIZACIÓN CORRESPONDIENTE, PRIMERO 
DEBE ACUDIRSE AL ACTA DE VISITA RESPECTIVA PARA CORROBORAR SI REALIZÓ LOS 
ACTOS QUE SE LE ATRIBUYEN, EN CASO DE QUE LOS NIEGUE (LEGISLACIÓN DE LA CIUDAD 
DE MÉXICO). 
 
En un juicio de nulidad ante el Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México es 
insuficiente la impugnación de actos derivados de un procedimiento de verificación administrativa 
respecto de actividades reguladas para que, por ese solo hecho, se exija que los particulares, 
indefectiblemente, exhiban el permiso, licencia o autorización correspondiente para acreditar su interés 
jurídico, toda vez que pueden ocurrir situaciones en las que sean sancionados por un hecho o 
actividad que no realizaron; caso en el cual, primero debe existir certeza de que en el lugar donde se 
practicó la verificación efectivamente se llevan a cabo actividades reguladas y, posteriormente, de ser 
el caso, exigir la exhibición del documento que las permita. Estimar lo contrario, implicaría incurrir en 
una petición de principio, ya que si lo que se controvierte es la sanción impuesta a un particular por 
llevar a cabo actos regulados sin contar con la licencia o autorización respectiva y éste alega que tal 
determinación es ilegal, en virtud de que no realizó las actividades que se le atribuyen, lo primero que 
debe corroborarse es si los hechos sancionados ocurrieron y no si se cuenta con un permiso para ello, 
toda vez que, si no se acreditara que se realizaron las actividades reguladas, sería innecesario exigirlo. 
Luego, tomando en consideración que los actos administrativos gozan de la presunción de legalidad, la 
prueba fehaciente de que ocurrieron los hechos señalados la constituye el acta de visita respectiva, 
pues ésta es la base para determinar si un particular incurrió en faltas a la legislación aplicable, al ser 
en el que los verificadores designados asientan los datos y situaciones que con sus sentidos adviertan 
al ejecutar una inspección. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016243  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.182 A (10a.)  
 
INFORMACIÓN RESERVADA. ASÍ DEBEN CLASIFICARSE LAS MEDIDAS IMPUESTAS POR LA 
COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES A UNA INSTITUCIÓN FINANCIERA, 
TENDENTES A CORREGIR SUS CONTROLES INTERNOS PARA PREVENIR EL LAVADO DE 
DINERO. 
 
El fenómeno identificado como "lavado de dinero" implica la realización de diversas actividades que 
permiten procesar las ganancias obtenidas de forma ilícita, de modo que puedan aprovecharse 
legalmente, siendo el sistema financiero una de las vías empleadas regularmente para tal propósito. 
Como consecuencia de ello, las entidades que lo integran se encuentran obligadas a establecer 
medidas y procedimientos internos tendentes a prevenir y, en su caso, detectar operaciones que 
pudieran relacionarse con esa clase de recursos, a fin de generar no sólo las condiciones necesarias 
para disuadir el empleo de dicho sistema como un vehículo para legitimar dinero ilícito, sino también 
constituir un mecanismo idóneo de coadyuvancia para que las autoridades puedan detectar esa clase 
de operaciones. Por tanto, si se parte de la premisa de que una de las condiciones naturales 
necesarias para que los controles mencionados sean eficaces es que su conocimiento esté limitado a 
determinadas personas, es decir, que su acceso se encuentre restringido, es dable colegir que las 
medidas que para corregirlos imponga la Comisión Nacional Bancaria y de Valores deben ser 
igualmente limitadas para que sean también verdaderamente funcionales. Por tanto, dicha información 
debe clasificarse como reservada, pues su divulgación pone en riesgo su eficacia, aspecto que resulta 
de mayor trascendencia para la colectividad preservar. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
 
  

http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 16 de febrero de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u

ri
s
ta

d
e
lf

u
tu

ro
.o

rg
  

h
tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
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Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.197 A (10a.)  
 
IMPUESTO SOBRE NÓMINAS. PARA QUE DEBA ENTERARSE A LAS AUTORIDADES 
HACENDARIAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 156 DEL CÓDIGO 
FISCAL LOCAL, TANTO LA EROGACIÓN POR CONCEPTO DE REMUNERACIÓN AL TRABAJO 
PERSONAL SUBORDINADO, COMO LA PRESTACIÓN DE ÉSTE, DEBEN TENER LUGAR EN LA 
PROPIA CIUDAD. 
 
De conformidad con el precepto citado, están obligadas al pago del impuesto sobre nóminas las 
personas físicas y morales que, en la Ciudad de México, realicen erogaciones en dinero o en especie 
por concepto de remuneración al trabajo personal subordinado; sin embargo, esa disposición no 
precisa si el trabajo que se retribuye debe prestarse en esta entidad o en cualquier otra, para que se 
cause el impuesto relativo. En estas condiciones, si bien es cierto que en términos del artículo 14 del 
propio código, las disposiciones fiscales que establezcan cargas a los particulares y las que señalen 
excepciones a las mismas, así como las que fijen las infracciones y sanciones, son de aplicación 
estricta, también lo es que es labor del juzgador fijar su sentido, a fin de hacerlo coherente con el 
hecho imponible que se grava; de ahí que la comprensión del alcance del artículo 156 aludido no 
puede desligarse del hecho de que la erogación está estrechamente vinculada con el trabajo que se 
remunera, por lo que ambos aspectos, esto es, la erogación y el trabajo prestado, deben tener lugar 
dentro del territorio que comprende la Ciudad de México, para que el tributo indicado deba enterarse a 
las autoridades hacendarias locales. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Tesis: I.1o.A.198 A (10a.)  
 
IMPUESTO SOBRE NÓMINAS. LOS PATRONES NO ESTÁN OBLIGADOS A ENTERARLO EN LA 
CIUDAD DE MÉXICO RESPECTO DE LOS TRABAJADORES QUE PRESTAN SU SERVICIO 
PERSONAL SUBORDINADO EN OTRAS ENTIDADES FEDERATIVAS, AUN CUANDO EL PAGO 
DE SU SALARIO SE HAYA EFECTUADO MEDIANTE TRANSFERENCIA ELECTRÓNICA 
REALIZADA DESDE ESTA CIUDAD. 
 
De conformidad con el artículo 156 del Código Fiscal de la Ciudad de México, están obligadas al pago 
del impuesto sobre nóminas las personas físicas y morales que, en la Ciudad de México, realicen 
erogaciones en dinero o en especie por concepto de remuneración al trabajo personal subordinado. 
Ahora, aun cuando esa disposición no precisa si el trabajo que se retribuye debe prestarse en esta 
entidad o en cualquier otra para que se cause el impuesto relativo, sería contrario a derecho 
considerar que el impuesto sobre nóminas grava las erogaciones realizadas por los patrones, 
independientemente de donde se presta el trabajo personal subordinado, por el solo hecho de que la 
cuenta bancaria desde la cual se efectuó el pago se encuentre abierta en la Ciudad de México, pues 
esto brindaría la posibilidad de que los contribuyentes estuvieran en aptitud de abrirla en un Estado 
que grave tal fuente de riqueza con la tasa más baja y desde allá realicen el pago de salarios por 
transferencia electrónica, a fin de que sea en dicha localidad en la que se encuentren obligados al 
pago de ese tributo. En consecuencia, los patrones no están obligados a enterar el impuesto sobre 
nóminas en la Ciudad de México respecto de los trabajadores que prestan su servicio personal 
subordinado en otras entidades federativas, aun cuando el pago de su salario se haya efectuado 
mediante transferencia electrónica realizada desde esta ciudad. Apoya lo anterior, la jurisprudencia 
2a./J. 50/2014 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de la que se 
advierte que las transferencias electrónicas por concepto de pago del salario a los trabajadores que 
laboran en entidades diversas a la Ciudad de México se considera como pago en efectivo realizado en 
el sitio donde prestan sus servicios, siempre que así se haya establecido en los contratos individuales 
de trabajo. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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IMPUESTO PREDIAL. LAS FACULTADES DE LA AUTORIDAD PARA DETERMINAR CRÉDITOS 
FISCALES POR DICHA CONTRIBUCIÓN CUANDO EL PARTICULAR OMITA PRESENTAR LAS 
DECLARACIONES A SU CARGO, SE EXTINGUEN EN EL PLAZO DE CINCO AÑOS 
(LEGISLACIÓN DE LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
El artículo 99, fracción II y párrafo segundo, inciso b), del Código Fiscal de la Ciudad de México regula 
el plazo de extinción de las facultades de la autoridad para determinar créditos fiscales por 
contribuciones omitidas con base en una misma condición: la falta de presentación de las 
declaraciones a que se encuentre obligado el particular; sin embargo, la fracción II establece que las 
citadas facultades se extinguirán en cinco años, mientras que el párrafo segundo, inciso b), vigente a 
partir del 1 de enero de 2014, señala el plazo de diez años. Así, al realizar una interpretación más 
favorable a las personas respecto de dichas porciones normativas, la única diferencia que se advierte 
entre ambas consiste en que la primera contiene una condición para su aplicación, relativa a que las 
contribuciones no se calculen por ejercicios, mientras que la segunda no prevé alguna; de ahí que, a 
fin de lograr que dichas hipótesis sean congruentes con el orden jurídico en general, y con los 
derechos humanos en particular, se concluye que, de conformidad con la fracción II, cuando se trate 
de contribuciones que no se calculen por ejercicios, como es el caso del impuesto predial, y el sujeto 
obligado no presente las declaraciones a su cargo, el plazo para la extinción de las citadas facultades 
será de cinco años, mientras que en términos del párrafo segundo, inciso b), en los restantes casos en 
que el contribuyente no declare, será de diez años. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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DESECHAMIENTO DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA DEL TERCERO INTERESADO EN 
EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE 
RESUELVE EL RECURSO DE RECLAMACIÓN EN EL QUE SE CONFIRMA ESA DECISIÓN ES 
IMPROCEDENTE EL AMPARO INDIRECTO, AL NO AFECTAR MATERIALMENTE DERECHOS 
SUSTANTIVOS. 
 
De la interpretación conjunta de los artículos 61, fracción XXIII y 107, fracción V, de la Ley de Amparo, 
este último en sentido contrario, se colige que los actos dictados dentro de un juicio sólo pueden 
controvertirse directamente si son de imposible reparación, esto es, siempre que afecten 
materialmente derechos sustantivos previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos o en los tratados internacionales de los que el Estado sea Parte; cualidad que no reúne la 
resolución del recurso de reclamación en el que la Sala confirma el auto por el que el Magistrado 
instructor desechó el escrito de contestación de la demanda del tercero interesado en el juicio 
contencioso administrativo federal, en tanto que el eventual perjuicio que ocasiona es estrictamente 
procesal, ya que se traduce en la imposibilidad de oponer excepciones, controvertir los hechos, refutar 
los conceptos de impugnación y, en su caso, ofrecer pruebas, pero no impide su participación procesal 
en el juicio anulatorio. Además, el solo hecho de desechar la contestación de demanda no implica, 
necesariamente, que se emita una decisión final contraria a los intereses de aquél, pues, de serle 
favorable, los efectos de esa transgresión adjetiva desaparecerían y, de no ser así, puede impugnarla 
en unión de la sentencia a través del amparo directo, vía concepto de violación. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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DERECHO DE PETICIÓN. EL PRECEPTO QUE FUNDA LA COMPETENCIA DE LOS ENTES DEL 
ESTADO PARA RESPONDER LAS SOLICITUDES FORMULADAS CON MOTIVO DE SU 
EJERCICIO, ES EL ARTÍCULO 8o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 
 
Para que un acto sea acorde con el derecho a la seguridad jurídica, previsto en el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es necesario que el órgano emisor cite las 
disposiciones legales que lo facultan para desplegar la atribución ejercida; sin embargo, tratándose de 
actos que se dictan con motivo del ejercicio del derecho de petición, la norma que funda la 
competencia de la autoridad que contesta la solicitud es precisamente el artículo 8o. de la Carta 
Magna, el cual, por un lado, otorga a los gobernados la potestad de acudir a los entes del Estado a 
formular una solicitud por escrito, de manera pacífica y respetuosa y, por el otro, concede a todo 
funcionario público la facultad expresa de pronunciarse sobre las pretensiones que se le formulen, sin 
que al emitir el pronunciamiento escrito sea necesario citar expresamente el precepto 8o. referido, en 
virtud de que ese acto sólo puede tener lugar como consecuencia de una solicitud, pues de lo contrario 
el mandamiento relativo no tendría como origen el derecho de respuesta. Máxime que esa prerrogativa 
de los gobernados no constriñe a las autoridades a pronunciarse sobre aspectos para los cuales no 
tengan atribuciones o exista algún obstáculo, pues deben actuar dentro del marco constitucional y 
legal que las rija, por lo que en ocasiones la respuesta de la autoridad será en el sentido de que carece 
de atribuciones para dilucidar lo conducente, en cuyo caso, no habrá alguna disposición que justifique 
esa postura; por tanto, lo jurídicamente relevante será que la petición del interesado no quede sin 
respuesta. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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DERECHO DE AUTOR. LOS ARTÍCULOS 80, PRIMER PÁRRAFO Y 83 DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA NO SON NORMAS ESPECIALES EXCLUYENTES, SINO CONVERGENTES, 
TRATÁNDOSE DE UNA OBRA POR ENCARGO DESARROLLADA EN COAUTORÍA, CUANDO EL 
COMITENTE PARTICIPE TAMBIÉN EN SU CREACIÓN Y SE TRATE DE UNA COLABORACIÓN 
PERFECTA. 
 
Derivado de que no siempre una creación artística es producto de una sola persona física, es decir, de 
un solo autor, ni es, necesariamente, resultado de su propia iniciativa o personal concepción, 
encontramos entre las instituciones jurídicas que componen el derecho autoral las relativas a la 
coautoría y las obras por comisión o encargo. La primera se configura cuando varias personas deciden 
generar una obra que constituya una unidad, ya sea por su trabajo conjunto o por separado, pero con 
el propósito de efectuar ciertos aportes creativos para su realización. Así, cuando el bien artístico 
producido en colaboración constituye una unidad inescindible, esto es, que no es posible dividirse sin 
alterar su naturaleza, ni identificarse la parte desarrollada por cada uno de los participantes, estamos 
frente a lo que la doctrina identifica como una obra en colaboración perfecta, supuesto en que el 
artículo 80, primer párrafo, de la Ley Federal del Derecho de Autor establece que corresponden a 
todos sus creadores, por partes iguales, todas las prerrogativas que el ordenamiento les otorga 
respecto de la obra generada, salvo pacto en contrario o que se demuestre el diverso grado de autoría 
de cada uno; presunción legal que cobra perfecta lógica, al no poderse identificar el nivel de 
participación de cada realizador y, por tanto, resulta válido que la inferencia legal sea en el sentido de 
que todos coadyuvaron en igual proporción. Por otro lado, una obra por encargo es aquella que no es 
producto de la iniciativa de su autor ni deriva de una idea propia, sino que es desarrollada por éste en 
razón de la encomienda específica y remunerada que un tercero le solicita (comitente), el cual no 
puede asimilarse a un autor por el solo hecho de referir a aquél la idea que habrá de materializar, 
motivo por el cual, sólo puede constituirse, de conformidad con el artículo 83 del ordenamiento citado, 
en un titular derivado de los derechos patrimoniales de la creación intelectual, así como de algunas 
prerrogativas de carácter moral, dependiendo de los términos en que acuerde con el artista 
comisionado su realización, pues dispone que, salvo pacto en contrario, la persona física o moral que 
comisione la producción de una obra gozará de la titularidad de los derechos patrimoniales y le 
corresponderán las facultades relativas a la divulgación, integridad de la obra y de colección sobre este 
tipo de creaciones, precisando que el realizador mantendrá siempre el derecho de paternidad. En este 
orden de ideas, la coautoría y el desarrollo de una obra por encargo constituyen dos conceptos 
jurídicos diversos y, en consecuencia, es viable que converjan en la realidad que regula el derecho 
autoral, esto es, cuando una persona desarrolle una obra a partir de una idea propia en conjunto con 
otra, cuya participación derive de la encomienda remunerada que aquélla le ofrezca, situación que 
expresamente reconoce la última disposición citada; sin embargo, dicho artículo sólo define, como se 
explicó, a favor de quién se presumirá la titularidad de los derechos patrimoniales de la obra producida 
en esos términos, y algunos de carácter moral, a falta de cláusula expresa entre las partes, pero no 
establece cómo resolver el grado de participación de cada uno de los coautores respecto de una obra 
desarrollada en colaboración perfecta, a falta de acuerdo concreto que defina ese tema, tópico que sí 
resuelve el primer párrafo del artículo 80 mencionado. Por tanto, se concluye que los preceptos 
aludidos son normas especiales de carácter convergente, tratándose de una obra por encargo 
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desarrollada en coautoría cuando el comitente participe también en su creación y se trate de una 
colaboración perfecta, al establecer dos presunciones legales distintas aplicables al caso, a saber, 
salvo prueba o acuerdo en contrario, que: a) tanto el autor comitente como los comisionados por 
remuneración son creadores en igual proporción respecto de la obra generada como unidad indivisible; 
y, b) el autor comitente es el único titular de los derechos patrimoniales de la obra producida, así como 
de los diversos de carácter moral de divulgación e integridad, derivado de ser, por una parte, titular 
originario de una porción de tales prerrogativas, en razón de su carácter de coautor de la obra y, por 
otra, titular derivado respecto de los creadores comisionados, quienes le transmiten su parte alícuota 
como consecuencia de la remuneración que les liquidó por su colaboración, conservando éstos 
únicamente, y con independencia de los términos en que se haya convenido la realización de la obra, 
la titularidad del derecho de paternidad respecto de ésta, así como del diverso económico a percibir 
regalías por su comunicación pública, si es que se trata de una obra musical, de conformidad con el 
artículo 83 bis de la Ley Federal del Derecho de Autor. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016236  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional, Común)  
Tesis: I.3o.P.3 K (10a.)  
 
DEMANDA DE AMPARO DIRECTO PRESENTADA POR UN QUEJOSO ADULTO MAYOR EN 
CONDICIONES DE VULNERABILIDAD. A FIN DE NO TRANSGREDIR SUS DERECHOS DE 
DEBIDO PROCESO, ACCESO A UNA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA, NO DISCRIMINACIÓN, Y 
PERMITIRLE EL PLENO GOCE DE LOS SERVICIOS DEL SISTEMA JUDICIAL, EL PLAZO PARA 
PRESENTARLA DEBE COMPUTARSE A PARTIR DE QUE TENGA CONOCIMIENTO COMPLETO 
DEL ACTO RECLAMADO, AUN CUANDO CUENTE CON REPRESENTACIÓN LEGAL Y SE LE 
HAYA NOTIFICADO LA SENTENCIA IMPUGNADA A TRAVÉS DE LOS ESTRADOS DE LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE. 
 
El artículo 17 de la Ley de Amparo dispone que el plazo genérico para la presentación de la demanda 
es de quince días. Por su parte, el numeral 18 de la citada legislación establece tres hipótesis para 
computarlo: 1) a partir del día siguiente a aquel en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la 
notificación de éste; 2) desde el día en que haya tenido conocimiento; y, 3) a partir de la fecha en que 
el quejoso se ostente sabedor del acto reclamado o de su ejecución. Sin embargo, cuando de autos se 
advierta la existencia de elementos suficientes para establecer que el quejoso tiene especiales 
dificultades, atendiendo a sus capacidades funcionales, para ejercer con plenitud los derechos 
reconocidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados 
internacionales de los que México es parte, ante el sistema de justicia, por ubicarse en condición de 
vulnerabilidad en razón de su situación de adulto mayor (sesenta años o más), debe excluírsele de la 
hipótesis señalada en primer término, y computarse el mencionado plazo a partir de que tenga 
conocimiento completo del acto reclamado, aun cuando la notificación de la sentencia impugnada se le 
haya hecho mediante publicación realizada a través de los estrados de la autoridad responsable, y 
cuente con representación legal autorizada para oír y recibir notificaciones en la segunda instancia de 
la que emana el acto reclamado, pues ante una omisión de ésta pueden transgredirse 
irreparablemente sus derechos fundamentales, toda vez que con la notificación por estrados, no se 
garantiza que la determinación llegue al conocimiento íntegro del quejoso; lo anterior, a fin de no 
transgredir los derechos de debido proceso, acceso a una tutela judicial efectiva, no discriminación y 
permitirle el pleno goce de los servicios del sistema judicial. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016235  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XXII.P.A.12 P (10a.)  
 
DELITOS POLÍTICOS O CONTRA EL ESTADO. EL ESTÁNDAR PARA EL DICTADO DEL AUTO DE 
VINCULACIÓN A PROCESO, EXIGE NATURALMENTE LA PONDERACIÓN INTEGRAL Y 
CUIDADOSA DE LAS EXCLUYENTES DEL DELITO O CAUSAS DE JUSTIFICACIÓN. 
 
Si bien es cierto que la vinculación a proceso se ha considerado por la doctrina reconocida y por los 
precedentes del Poder Judicial de la Federación sobre un estándar más bajo que el asumido en el 
sistema tradicional, donde debe evitarse formalizar pruebas o exponer razonamientos sobre su 
valoración que carguen de formalidad y valor irrefutable a la información recabada en la carpeta de 
investigación, así como que el análisis de los elementos subjetivos, normativos y objetivos del cuerpo 
del delito pueden eventualmente resultar innecesarios en esta etapa, y que basta con que se vislumbre 
un hecho que la ley señale como delito y los datos de prueba que le sirven de soporte para tal efecto; 
también lo es que en los delitos políticos o contra el Estado, su aplicación debe ser con base en los 
principios de interpretación conforme y pro persona establecidos en el artículo 1o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que imponen un estándar fáctico y normativo más elevado y 
exigente que el asumido ordinariamente, para establecer que se actualiza y que determinada persona 
probablemente lo ha cometido, pues comúnmente lo ejecuta quien dice ejercer sus libertades públicas 
de información, pensamiento, expresión, asociación, manifestación pública y petición, entre otras, lo 
cual implica el análisis de cada caso bajo un parámetro de razonabilidad y de menor intervención 
posible, según la estricta aplicación de la definición legal del delito, ponderando la intensidad de la 
conducta concreta sobre la que pretenda proyectarse la facultad punitiva del Estado y con especial 
cautela en el examen de los hechos descritos y los datos de prueba que pretendan respaldarlos, de 
manera que sean contextos de manifiesta y patente afectación u obstaculización a las instituciones o 
autoridades del Estado, los que ameriten su aplicación, además de ponderar de manera integral y 
cuidadosa las excluyentes del delito o causas de justificación, conforme al artículo 316, fracción IV, del 
Código Nacional de Procedimientos Penales. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016234  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: XIX.1o.A.C.17 C (10a.)  
 
COSTAS EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. SI SE REALIZA UNA REDUCCIÓN DE LOS 
INTERESES PACTADOS POR LAS PARTES, LA CONDENA A SU PAGO NO DEBE DECRETARSE 
CONFORME AL ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, SINO QUE 
DEPENDERÁ DEL PRUDENTE ARBITRIO DEL JUZGADOR, Y SI SE PROCEDIÓ CON 
TEMERIDAD O MALA FE. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 14/98, de 
rubro: "COSTAS EN UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. SU PROCEDENCIA CUANDO LA 
CONDENA EN EL JUICIO FUE ÚNICAMENTE PARCIAL, DEPENDERÁ DEL PRUDENTE ARBITRIO 
DEL JUZGADOR.", estableció que en los juicios ejecutivos mercantiles en los que se decrete una 
condena parcial, la procedencia de las costas dependerá del prudente arbitrio del juzgador. Ahora 
bien, en los casos en que se efectúe una reducción de los intereses pactados por las partes, ya sea 
porque sobre ese tema se haya opuesto alguna defensa o excepción, o por la actuación oficiosa del 
juzgador, en términos de la jurisprudencia citada, se actualiza el supuesto de una sentencia en la que 
la condena no es total, pues ésta resulta parcialmente favorable a los intereses de la parte actora, o 
bien, parcialmente desfavorable a sus pretensiones; por tanto, en esos casos, la condena al pago de 
costas no debe decretarse con fundamento en el artículo 1084, fracción III, del Código de Comercio, 
sino que dependerá del prudente arbitrio del juzgador, tomando en cuenta si se procedió con 
temeridad o mala fe. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DEL DÉCIMO 
NOVENO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016233  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: (IV Región)2o.13 C (10a.)  
 
COSA JUZGADA E INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. AUN CUANDO EXISTA SENTENCIA 
EJECUTORIADA EN RELACIÓN CON LA GUARDA Y CUSTODIA DE AQUÉL, SI EXISTEN 
CIRCUNSTANCIAS QUE PONGAN EN PELIGRO SU INTEGRIDAD, EL JUEZ DEBE PRIVILEGIAR 
EL SEGUNDO FRENTE A LA PRIMERA FIGURA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE YUCATÁN). 
 
El artículo 401 del Código de Procedimientos Familiares del Estado de Yucatán establece que las 
sentencias dictadas en asuntos de alimentos, sobre guarda y custodia e interdicción, entre otros, 
conservarán autoridad de cosa juzgada mientras no se alteren o cambien las circunstancias que 
afecten el ejercicio de la acción que se dedujo en el juicio correspondiente pues, de lo contrario, sólo 
pueden alterarse o modificarse mediante la reclamación respectiva que se tramite en vía incidental. 
Así, aun cuando el juzgador deba atender a una sentencia que ya causó ejecutoria, en todo caso debe 
prevalecer el interés superior del menor, con base en lo que permite el artículo citado, y porque este 
principio resulta de mayor entidad que la institución de la cosa juzgada, pues si bien es cierto que ésta 
implica la imposibilidad de volver a discutir lo decidido en un juicio, porque la rigidez e inmutabilidad de 
la sentencia descansa en los principios de seguridad y certeza jurídica, consagrados en los artículos 
14 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, también lo es que conforme al 
numeral 401 citado, si surgieron cambios o alteraciones en las circunstancias que, en su caso, 
motivaron el fallo respectivo, dichos principios no pueden prevalecer frente al derecho del menor. De 
otra forma, implicaría pasar por alto la obligación del Estado de propiciar el respeto a la dignidad de la 
niñez y el pleno ejercicio de sus derechos, de acuerdo con el artículo 4o. de la Carta Magna, así como 
con los numerales 3 y 4 de la Convención sobre los Derechos del Niño y, 17 y 19 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. Así las cosas, si en un juicio en el que se dilucidó la guarda y 
custodia de un menor, en el que ya existe sentencia ejecutoria, la parte que no consiguió la custodia 
informa al Juez que de ejecutarse el fallo y entregar al menor al progenitor que sí la obtuvo, se pondría 
en riesgo la integridad física y mental del menor, y le hace de su conocimiento presuntos hechos o 
actos que ocurrieron con posterioridad al dictado de la sentencia, inherentes a este aspecto, el Juez 
debe actuar en forma activa, velando por el interés superior y de acceso efectivo a la justicia de aquél, 
incluso, pese a que exista sentencia ejecutoria sobre el tema de la guarda y custodia y, por tanto, 
deberá proveer lo conducente sobre la petición de modificación de su determinación de guarda y 
custodia pues, de otra forma, las prerrogativas del menor se vuelven ineficaces si dentro del 
procedimiento no se reconoce que por su propia condición requiere de una protección legal reforzada. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA 
REGIÓN. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016232  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: XXII.P.A.11 P (10a.)  
 
CONTROL DE LEGALIDAD DE LA DETENCIÓN. COMPRENDE LA DERIVADA DE LA EJECUCIÓN 
DE ÓRDENES DE APREHENSIÓN, EN ARAS DE PREVENIR SU REALIZACIÓN ARBITRARIA, 
CON TORTURA Y/O MALOS TRATOS (SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO). 
 
El artículo 308 del Código Nacional de Procedimientos Penales establece el control de legalidad de la 
detención respecto de los casos de flagrancia delictiva o caso urgente; sin embargo, esas hipótesis de 
detención deben ser enunciativas y no restrictivas con base en los principios establecidos en el 
segundo párrafo del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues 
dicho control de la detención involucra la verificación del cumplimiento de obligaciones y deberes 
constitucionales de protección de los derechos humanos e internacionales, así como de prevención de 
todo posible contexto de detención arbitraria, tortura o malos tratos hacia el imputado por las 
autoridades del Estado, que eventualmente pueden tener efectos procesales y probatorios; de ahí que 
comprenda además la detención derivada de la ejecución de órdenes de aprehensión, en aras de 
prevenir que se realice ilegalmente. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016231  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.1o.A.200 A (10a.)  
 
CONTRATOS ADMINISTRATIVOS DE ADHESIÓN PARA LA PRESTACIÓN DE UN SERVICIO 
PÚBLICO. NO SON ACTOS DE AUTORIDAD PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. 
 
El hecho de que los particulares no intervengan en la elaboración de las cláusulas de los contratos 
administrativos de adhesión que se celebran para la prestación de un servicio público, como podría ser 
el de suministro de energía eléctrica, no implica que la relación jurídica entre las partes se dé entre una 
autoridad y un gobernado, sino que se trata de una coordinación voluntaria, en la cual el prestador del 
servicio y quien lo recibe adquieren derechos y obligaciones recíprocos. Por tanto, dichos acuerdos de 
voluntades no son actos de autoridad para los efectos del juicio de amparo. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
 
  

http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 16 de febrero de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u

ri
s
ta

d
e
lf

u
tu

ro
.o

rg
  

h
tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2016230  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: I.13o.T.186 L (10a.)  
 
COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA EN LA QUE UN POLICÍA PREVENTIVO DE 
LA CIUDAD DE MÉXICO RECLAMA EL RECONOCIMIENTO DE UN RIESGO DE TRABAJO AL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. 
CORRESPONDE AL TRIBUNAL FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE. 
 
Los supuestos establecidos en el artículo 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, no prevén la facultad de ese órgano jurisdiccional para resolver sobre el reconocimiento 
de un riesgo de trabajo, cuya competencia corresponde al Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, 
en términos de los numerales 123, apartado B, fracción XII, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 1o., 2o., 124, fracción I y 124-B de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio 
del Estado, toda vez que no se está ante la impugnación de una resolución administrativa, sino ante la 
calificativa de una incapacidad, que es exclusiva del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado, pues la ley que lo rige es aplicable a las dependencias y órganos autónomos 
del Gobierno de la Ciudad de México, así como aquellos que conforme al artículo 204 de su ley 
celebren convenios de incorporación con el instituto citado. En consecuencia, si un miembro de la 
policía preventiva de la Ciudad de México demanda el reconocimiento de un riesgo de trabajo, la 
competencia para conocer del asunto corresponde al Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje. 
 
DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016229  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.181 A (10a.)  
 
CERTIFICADO DE ORIGEN. EL REQUISITO DE CONTAR CON ESE DOCUMENTO Y PONERLO A 
DISPOSICIÓN DE LA AUTORIDAD PARA OBTENER UN TRATO ARANCELARIO PREFERENCIAL, 
EN TÉRMINOS DEL TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE, TAMBIÉN ES 
APLICABLE CUANDO AL ACTIVARSE EL MECANISMO DE SELECCIÓN AUTOMATIZADA, ÉSTE 
DISPONGA QUE LA MERCANCÍA SERÁ OBJETO DE RECONOCIMIENTO ADUANERO. 
 
El artículo 502, numeral 1, del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, en correlación con la 
regla 25 de la Resolución por la que se establecen las reglas de carácter general relativas a la 
aplicación de las disposiciones en materia aduanera del acuerdo comercial referido, disponen que 
quien busque obtener en México el trato arancelario preferencial que se otorga a los productos 
calificados como originarios de los Estados Unidos de América o de Canadá, está obligado a tener en 
su poder con antelación a la introducción del bien respectivo y poner a disposición de la autoridad, un 
certificado de origen que valide esa condición. Por otro lado, de conformidad con los artículos 2o., 
fracciones VIII y XV, y 43 de la Ley Aduanera, el reconocimiento aduanero es el procedimiento que la 
autoridad desarrolla al momento de presentarse ciertos bienes junto con el pedimento de importación 
para su despacho aduanero, a efecto de verificar que su introducción cumpla todos los requisitos 
legales y se hayan enterado correctamente los tributos correspondientes, y su realización está 
condicionada a que, al activarse el mecanismo de selección automatizada, éste determine que la 
mercancía deba ser objeto de dicho procedimiento de fiscalización. En este orden de ideas, si se parte 
de la premisa de que el referido procedimiento no se instaura, dada su propia dinámica, mediante la 
notificación previa al importador o a su agente aduanal de un oficio en que se le comunique 
expresamente la decisión de la autoridad hacendaria de realizarlo y, por ende, qué documentos 
deberán ponerse a su disposición, situación que, por cierto, no tiene por qué generar incertidumbre al 
particular, pues resulta evidente para él sobre qué versará la fiscalización de la autoridad, así como 
cuáles son los requisitos que debía satisfacer para importar el bien que presentó para su despacho en 
la aduana, se concluye que si al activarse el mecanismo de selección automatizada, éste dispone que 
la mercancía será objeto de reconocimiento aduanero, también es aplicable el requisito a que se 
refieren los preceptos del tratado y regla citados, de contar con el certificado de origen y proporcionarlo 
a la autoridad en ese momento. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u

ri
s
ta

d
e
lf

u
tu

ro
.o

rg
  

h
tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2016228  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: IV.2o.A.145 A (10a.)  
 
CANCELACIÓN DEL CERTIFICADO DE SELLO DIGITAL PARA LA EXPEDICIÓN DE 
COMPROBANTES DIGITALES POR INTERNET. CONSTITUYE UNA MEDIDA TEMPORAL QUE NO 
CORRESPONDE AL EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN, POR LLEVARSE A 
CABO DENTRO DEL CONTEXTO DEL EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE GESTIÓN DE LA 
AUTORIDAD. 
 
La determinación de cancelar el certificado de sello digital para la expedición de comprobantes 
digitales por Internet, prevista en el artículo 17-H, fracción X, inciso d), del Código Fiscal de la 
Federación, no corresponde al ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad, sino que 
dicha medida se establece dentro del contexto del ejercicio de las facultades de gestión que ésta tiene, 
particularmente al actuar dentro del control y vigilancia de las operaciones vinculadas con el 
cumplimiento de diversas obligaciones fiscales. Para evidenciar lo anterior, es pertinente señalar que 
desde la perspectiva del derecho tributario administrativo, según lo dispuso la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 2a. CXLVII/2016 (10a.), de título y 
subtítulo: "FACULTADES DE COMPROBACIÓN Y DE GESTIÓN DE LAS AUTORIDADES FISCALES. 
ASPECTOS QUE LAS DISTINGUEN.", la autoridad fiscal, en términos del artículo 16, párrafos primero 
y décimo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, puede ejercer facultades 
de gestión (asistencia, control o vigilancia) y de comprobación (inspección, verificación, determinación 
o liquidación) de la obligación de contribuir prevista en el numeral 31, fracción IV, del mismo 
ordenamiento, concretizada en la legislación fiscal por medio de la obligación tributaria. Así, debe 
destacarse que dentro de las primeras se encuentran, entre otras, las previstas en los numerales 22, 
41, 41-A y 41-B del código mencionado, mientras que las de comprobación están establecidas en los 
numerales 42 y 48 del propio código y tienen como finalidad inspeccionar, verificar, determinar o 
liquidar las obligaciones citadas. Consecuentemente, el actuar de conformidad con el artículo 63, 
primero y último párrafos, del Código Fiscal de la Federación, mediante el análisis a los sistemas 
institucionales, expedientes y base de datos con que cuenta, utiliza y tiene acceso la autoridad, que 
concluye en detectar inconsistencias en la situación fiscal del contribuyente y, por ende, en la 
actualización de una o más infracciones de las previstas en los artículos 79, 81 y 83 del mismo código 
que, a su vez, colman la hipótesis legal para la cancelación de un certificado, no involucra el ejercicio 
de las facultades de comprobación, ya que se lleva a cabo dentro de las diversas de gestión; de ahí 
que carezca de sustento concluir que la cancelación del certificado de sello digital para la expedición 
de comprobantes digitales por Internet implique una liquidación o determinación fiscal, habida cuenta 
que, conforme a su naturaleza jurídica, solamente constituye una medida provisional de control, 
tendiente a hacer efectivo el cumplimiento de las diversas obligaciones fiscales a que está sujeto el 
administrado. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016227  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.12o.C.24 C (10a.)  
 
CAJEROS AUTOMÁTICOS. MONTO MÁXIMO DE RETIRO DE EFECTIVO POR DÍA. 
 
De conformidad con las Disposiciones de Carácter General aplicables a las Instituciones de Crédito, en 
su artículo 1, punto CXVIII, en relación con el diverso numeral 315, las instituciones bancarias 
establecen límites de monto a los usuarios para las operaciones monetarias; así, en el caso de cajeros 
automáticos, el monto acumulado diario de las operaciones que representen un cargo a la cuenta del 
usuario, no puede exceder del equivalente en moneda nacional a las operaciones monetarias de 
mediana cuantía por cuenta (Udis día/mes/año por 1500 Udis). En ese contexto, no es aceptable 
considerar que los usuarios en un día puedan hacer varias disposiciones y retirar más efectivo que el 
señalado en dicha normatividad, pues ello reflejaría una irregularidad por parte de la institución 
bancaria y existiría una presunción de ilegalidad en su contra, que tendría que desvirtuar al advertir 
una deficiencia en sus sistemas que autorizaran una disposición de efectivo mayor a la permitida. 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016226  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.5o.A.8 A (10a.)  
 
CAJA DE PREVISIÓN DE LA POLICÍA PREVENTIVA DEL DISTRITO FEDERAL (ACTUALMENTE 
CIUDAD DE MÉXICO). EL DERECHO PARA RECLAMARLE EL OTORGAMIENTO DE UNA 
PENSIÓN O SU FIJACIÓN CORRECTA ES IMPRESCRIPTIBLE, NO ASÍ EL PAGO DE LOS 
MONTOS VENCIDOS. 
 
En términos del artículo 60 de la Ley de la Caja de Previsión de la Policía Preventiva del Distrito 
Federal, actualmente Ciudad de México, el derecho para reclamar a dicho organismo el otorgamiento 
de una pensión o su fijación correcta es imprescriptible; sin embargo, esa cualidad se refiere 
exclusivamente al reclamo genérico tanto de la obtención del beneficio pensionario, de su debida 
cuantificación, como de las diferencias que resulten de los incrementos correspondientes, lo que 
significa que excluye el pago de los montos vencidos, esto es, las cantidades generadas en un 
momento determinado y que no se cobraron dentro de los cinco años siguientes a la fecha en que 
fueron exigibles. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016225  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: XXI.3o.C.T.2 C (10a.)  
 
ALIMENTOS. EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 397 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE 
GUERRERO, VULNERA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 
27, NUMERAL 2, DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO. 
 
La porción normativa del párrafo segundo del artículo 397 del Código Civil del Estado de Guerrero, al 
establecer que la pensión alimenticia nunca podrá ser inferior al 40% del salario mínimo vigente, o del 
salario percibido y de las prestaciones a que se tenga derecho, es inconvencional, al vulnerar el 
principio de proporcionalidad en materia de alimentos contenido en el artículo 27, numeral 2, de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, porque al fijar de forma tasada dicho porcentaje, incorporó 
un factor estrictamente matemático o aritmético, contrario a la fórmula de proporcionalidad que exige 
ponderar las necesidades del acreedor y las posibilidades del deudor. La aplicación de la fórmula 
tasada puede resultar perjudicial para cualquiera de las partes en juicio, ya que para una, puede ser 
excesivo y, para la otra, insuficiente. De modo que para la fijación del monto de la pensión debe 
atenderse a los elementos de contraste mencionados, que se obtengan de las circunstancias 
particulares de cada caso, a efecto de que la medida alimentaria sea eficiente y no genere un 
desequilibrio en torno al derecho que se pretende proteger. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL VIGÉSIMO PRIMER 
CIRCUITO. 
 
 
  

http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 16 de febrero de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u

ri
s
ta

d
e
lf

u
tu

ro
.o

rg
  

h
tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2016224  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: I.13o.T.187 L (10a.)  
 
AGUINALDO DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. EL CONCEPTO ESTÍMULO 
DE PRODUCTIVIDAD RECAUDATORIA OPERATIVO (E.P.R. OPERATIVO), AL SER UNA 
PRESTACIÓN QUE SE ENTREGA REGULAR Y PERMANENTEMENTE, DEBE COMPRENDERSE 
DENTRO DE LAS COMPENSACIONES ADICIONALES POR SERVICIOS ESPECIALES, QUE 
INTEGRAN EL SUELDO TABULAR CON EL QUE AQUÉL SE CALCULA. 
 
De los artículos 32, 33, 35 y 42 Bis de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado y de la 
jurisprudencia 2a./J. 40/2004, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIX, 
abril de 2004, página 425, de rubro: "AGUINALDO DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL 
ESTADO. SE CALCULA CON BASE EN EL SALARIO TABULAR.", se colige que el salario base para 
calcular el aguinaldo anual que debe pagarse a los trabajadores al servicio del Estado es el tabular, en 
el que se incluye el salario nominal, el sobresueldo y las "compensaciones adicionales por servicios 
especiales" que eran otorgadas discrecionalmente por el Estado; por tanto, si el artículo 42 Bis referido 
no señala un salario distinto para el cálculo del aguinaldo, debe estarse al que la propia ley de la 
materia define en el artículo 32 aludido, que es el tabular, conforme al Catálogo General de Puestos 
del Gobierno Federal, considerado en el Presupuesto de Egresos. En ese sentido, para determinar el 
monto del salario con el que debe cubrirse el aguinaldo, deben tomarse en cuenta los conceptos 
siguientes: a) salario nominal; b) sobresueldo; y, c) las "compensaciones adicionales por servicios 
especiales", por lo que si en autos se encuentra acreditado que el empleado percibía el concepto 
denominado "estímulo de productividad recaudatoria operativo", conocido por sus siglas E.P.R. 
Operativo, éste debe comprenderse dentro de las "compensaciones adicionales por servicios 
especiales", porque son prestaciones que se otorgan regular y permanentemente al trabajador, en 
términos de la tesis P. LIII/2005, sustentada por el Pleno del Alto Tribunal, publicada en el mismo 
medio de difusión y Época, Tomo XXII, diciembre de 2005, página 14, de rubro: "TRABAJADORES DE 
LOS PODERES DE LA UNIÓN. SU AGUINALDO DEBE CALCULARSE CON EL SUELDO TABULAR 
QUE EQUIVALE A LA SUMA DEL SUELDO BASE Y LAS COMPENSACIONES QUE PERCIBEN EN 
FORMA ORDINARIA." 
 
DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016223  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.10o.A.59 A (10a.)  
 
ACTOS ADMINISTRATIVOS EMITIDOS EN SUPLENCIA POR AUSENCIA. NO ACTUALIZAN LA 
RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DEL SERVIDOR PÚBLICO SUPLIDO. 
 
Tratándose de actos administrativos emitidos en suplencia por ausencia, debe entenderse, para 
efectos de su impugnabilidad, que son emitidos por el titular de la competencia (objetiva); sin embargo, 
en el caso de la responsabilidad disciplinaria, en virtud de que ésta busca apreciar que el resultado 
reprochable no sea ajeno al servidor público, no puede acreditarse la conducta antijurídica de una 
autoridad suplida con la sola emisión de un acto signado por una diversa bajo la figura de la suplencia, 
pues la responsabilidad administrativa se actualiza con base en un elemento subjetivo, es decir, debe 
derivar de una conducta que directamente haya desplegado el servidor público. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016218  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de febrero de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a. XVI/2018 (10a.)  
 
RECURSO DE RECLAMACIÓN INTERPUESTO CONTRA PROVEÍDOS DE LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 10, SEGUNDO PÁRRAFO, DEL 
ACUERDO GENERAL PLENARIO NÚMERO 12/2014, VIGENTE A PARTIR DEL 19 DE 
SEPTIEMBRE DE 2017, PARA DETERMINAR SU OPORTUNIDAD. 
 
Conforme al precepto citado, en los casos en que ante un Tribunal de Circuito o un Juzgado de Distrito 
se interponga un medio de impugnación de la competencia de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, aquellos órganos jurisdiccionales deberán remitir los escritos relativos al Alto Tribunal, dentro 
del día siguiente al en que se recibieron mediante el uso del Módulo de Intercomunicación de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación (MINTERSCJN). Ahora bien, esa normativa interna tiene como 
finalidad generar una herramienta favorable para los justiciables, a efecto de que los medios de 
defensa de la competencia del Máximo Tribunal que por error hayan sido interpuestos ante autoridad 
jurisdiccional distinta, puedan remitirse a la brevedad a la Corte, para evitar su extemporaneidad. Por 
ende, dicho instrumento debe tener una aplicabilidad y eficacia real para los justiciables -y no ser 
concebido como una simple directriz que puede ser o no acatada por los órganos jurisdiccionales a los 
que se encuentra dirigida-, pues sólo así podrá salvaguardarse el acceso a la tutela jurisdiccional 
efectiva. En esa inteligencia, si bien el acuerdo general plenario referido no establece sanción alguna 
para el caso de que los órganos judiciales no acaten lo dispuesto en el segundo párrafo de su artículo 
10, lo cierto es que en atención al principio de mayor beneficio para el accionante, esa omisión sí es 
susceptible de generar una consecuencia jurídica con efectos procesales relevantes, consistente en 
que el medio de impugnación respectivo no se declare extemporáneo cuando dicha falta de 
oportunidad derive, precisamente, de la indebida diligencia por parte de los juzgados y tribunales 
federales de cumplimentar con el mandato de remitir la promoción respectiva al día siguiente al en que 
se recibió mediante el uso del MINTERSCJN. 
 
SEGUNDA SALA 
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